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PROYECTO DE LEY NUMERO 28 DE 2002 SENADO

por medio de la cual se aprueba el Acuerdo de Cooperación
Turística entre el Gobierno de la República de Colombia y el
Gobierno del Reino de Marruecos, firmado en la ciudad de Santa Fe

de Bogotá, el ocho (8) de marzo de dos mil (2000).

El Congreso de la República

Visto el texto del Acuerdo de Cooperación Turística entre el
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno del Reino de
Marruecos firmado en la ciudad de Santa Fe de Bogotá, el ocho (8)
de marzo de dos mil (2000), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
Instrumento Internacional mencionado).

ACUERDO DE COOPERACION TURISTICA ENTRE
EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA

Y EL GOBIERNO DEL REINO DE MARRUECOS

El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno del Reino
de Marruecos, que en adelante se denominarán “las Partes”;

Destacando su voluntad de ampliar su cooperación con espíritu de
equidad y de apoyo a los intereses comunes;

Considerando la importancia de ampliar la cooperación en el
campo del turismo y procurando que la misma sea la más fructífera
posible; con el objetivo de lograr una mayor y mejor coordinación e
integración de los esfuerzos realizados por cada país en este campo;

Convencidos de la importancia que el desarrollo de las relaciones
turísticas pueda tener en las respectivas economías, en el intercam-
bio cultural, social y de amistad entre ambos pueblos;

Han convenido lo siguiente:

ARTICULO I

Con el fin de consolidar el turismo entre ambos países y fortalecer
la integración y el conocimiento mutuo de la cultura y modos de vida,
las Partes promoverán y pondrán en marcha programas de coopera-
ción turística, de conformidad con sus objetivos y políticas internas
de turismo y las disponibilidades económicas, técnicas y financieras
dentro del límite que les marca la legislación interna.

ARTICULO II
Conforme a lo expuesto en el artículo anterior, las Partes estimu-

larán y facilitarán el desarrollo de programas y proyectos de coope-
ración turística, a través de:

1. Transferencia recíproca de tecnologías y asistencia técnica,
relacionada con el desarrollo del turismo.

2. Intercambio de técnicos y expertos en turismo.
3. Intercambio de información y documentación turística.
4. Diseño, estudio y ejecución de proyectos turísticos, definiendo

para cada proyecto específico los compromisos y obligaciones de
carácter técnico, administrativo y financiero.

5. Intercambios empresariales y rondas de negocios, que faciliten
el diseño y comercialización de productos turísticos binacionales,
así como la participación en seminarios, conferencias y ferias.

ARTICULO III
Las Partes alentarán a sus respectivos expertos en turismo para

intercambiar información técnica y documentación, en campos como:
• Sistemas, métodos, planes y acciones para capacitar y actualizar

profesionales e instructores sobre asuntos técnicos relacionados
con el turismo.

• Evaluación y análisis de los impactos ambientales y culturales
del turismo y medidas de protección y conservación de los recursos
naturales y culturales de interés turístico.

• Metodologías para la ordenación, planificación y desarrollo
turístico.

• Mecanismos de promoción de las inversiones turísticas.
• Sistemas de información para el turismo.

ARTICULO IV
Las Partes intercambiarán información sobre planes y acciones de

capacitación en materia de turismo, con el fin de perfeccionar la
formación de sus profesionales.

ARTICULO V
Las Partes estimularán su colaboración en la ejecución de progra-

mas de investigación turística sobre temas de interés mutuo, tanto a
través de universidades como de centros de investigación u organis-
mos oficiales.



Página 2 Lunes 12 de agosto de 2002 GACETA DEL CONGRESO 327

ARTICULO VI
Dentro de los límites establecidos por su legislación las Partes se

concederán recíprocamente todas las facilidades para incrementar
las corrientes turísticas de ambos países.

ARTICULO VII
El Ministerio de Desarrollo Económico de Colombia y el Minis-

terio de Turismo de Marruecos serán los responsables de la ejecu-
ción del presente Acuerdo, para lo cual desarrollarán las siguientes
actividades:

• Supervisión, seguimiento y análisis de la aplicación del presente
Acuerdo para promover las medidas que se consideren necesarias,
con el propósito de lograr la correcta aplicación de la cooperación
entre las Partes.

• Determinar los sectores prioritarios para la realización de
proyectos específicos de cooperación turística.

• Proponer programas de cooperación turística.
• Evaluar los resultados alcanzados.
• Elaborar un Plan Operativo para la ejecución del presente

Acuerdo.
ARTICULO VIII

Cualquier controversia que pueda surgir de la interpretación o
aplicación del presente Acuerdo, será resuelto por los medios esta-
blecidos en derecho internacional para la solución pacífica de los
conflictos.

ARTICULO IX
El presente Acuerdo entrará en vigencia cuando las Partes se

notifiquen a través de los canales diplomáticos acostumbrados del
cumplimiento de los respectivos requisitos constitucionales y lega-
les necesarios para la vigencia del mismo.

ARTICULO X
El presente Acuerdo será válido por un período de cinco años y

podrá ser renovado automáticamente por períodos iguales, a menos
que una de las Partes lo dé por terminado, en forma escrita, a través
de sus respectivos mecanismos diplomáticos y por lo menos con tres
meses de antelación a la fecha de vencimiento.

ARTICULO XI
La finalización del Acuerdo no afectará la realización de los

programas presentados oportunamente durante el período de vigen-
cia, a menos que las Partes convengan sobre ello de otra manera.

ARTICULO XII
En fe de lo cual los suscritos, debidamente autorizados por sus

respectivas competencias suscriben el presente Acuerdo de Coope-
ración Turística, en dos idiomas, español y francés, los dos textos
igualmente auténticos.

El presente Acuerdo se firma en la ciudad de Santa Fe de Bogotá,
el 8 de marzo de 2000.

Por el Gobierno de la República de Colombia,
Guillermo Fernández de Soto,

Canciller de la República de Colombia.
Por el Gobierno del Reino de Marruecos,

Mohamed Benaissa,

Canciller del Reino de Marruecos.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002.

Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso
Nacional para los efectos constitucionales.

 (Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:

Artículo 1º. Apruébase el Acuerdo de Cooperación Turística
entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno
del Reino de Marruecos, firmado en la ciudad de Santa Fe de
Bogotá, el ocho (8) de marzo de dos mil (2000).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1º de
la Ley 7ª de 1944, el Acuerdo de Cooperación Turística entre el
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno del Reino
de Marruecos, firmado en la ciudad de Santa Fe de Bogotá el
ocho (8) de marzo de dos mil (2000), que por el artículo 1º de esta
ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a ...
Presentado al honorable Congreso de la República por los suscri-

tos Ministros de Relaciones Exteriores y de Desarrollo Económico.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Desarrollo Económico,
Eduardo Pizano de Narváez.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los

artículos 150, numeral 16 y 189, numeral 2 de la Constitución
Política de Colombia, presentamos a consideración del honorable
Congreso de la República el Proyecto de ley por medio de la cual se
aprueba el Acuerdo de Cooperación Turística entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno del Reino de Marruecos,
firmado en la ciudad de Santa Fe de Bogotá, el ocho (8) de marzo de
dos mil (2000).

El Acuerdo de Cooperación busca impulsar y poner en marcha
programas tendientes a promover y estimular el desarrollo del
turismo entre los dos países, fomentando la colaboración en los
aspectos relacionados con esta industria y propiciando que los
avances en este sector redunden en el mayor beneficio posible para
los dos Estados.

Permitirá igualmente obtener una mayor comprensión de la acti-
vidad turística de cada país y facilitará la transferencia de tecnología,
conocimientos y experiencias.

El proceso de integración que se ha venido consolidando en los
últimos años en el campo turístico, resulta de gran importancia para
mejorar la competitividad del turismo. Es así como el mundo moder-
no obliga a todos los sectores de la economía a fortalecer sus
vínculos con actores externos a sus Naciones y, por eso, Colombia
debe tener en cuenta el aprovechamiento de la transferencia de
tecnología, el afianzamiento de las relaciones internacionales, el
impulso de los flujos de turistas, la promoción de la actividad
turística que debe ser una tarea permanente de actualización y divul-
gación, tanto en el interior del país como en el extranjero, con
especial énfasis en la diferenciación de nuestra imagen como destino
turístico, aspectos que deben concretarse en la aplicación de los
convenios de cooperación técnica turística.

Este Acuerdo, firmado en el 2000, se constituye en una herra-
mienta valiosa para instrumentar las acciones que se pretendan
desarrollar con el Reino de Marruecos.

Sobre esta base, el Acuerdo de Cooperación entre Colombia y el
Reino de Marruecos busca conseguir un avance que permita el diseño
de una estrategia de globalización que facilite el desarrollo del
turismo en los dos Estados. Con la firma del Acuerdo, Colombia
obtiene los siguientes beneficios:
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• Conocer las características, evolución y tendencias del mercado
turístico entre el Reino de Marruecos y Colombia.

• Fomentar las diferentes áreas de la industria turística de tal forma
que el producto turístico sea competitivo a nivel internacional.

• Identificar la oferta turística de los dos países.
• Facilitar el flujo turístico entre las dos Partes.
El Acuerdo es un instrumento esencial para contribuir al logro de

los objetivos que el Gobierno viene impulsando en materia de
relaciones internacionales y política exterior que propende fortale-
cer y consolidar el proceso de integración que sirve de enlace para
conquistar mercados africanos.

Por consiguiente, el Gobierno Nacional somete a consideración
del honorable Congreso de la República el Acuerdo de Cooperación
Turística entre el Gobierno de Colombia y el Gobierno del Reino de
Marruecos, el cual contribuye a incrementar las relaciones bilatera-
les con el fin de fortalecer la economía de mercado, la apertura y la
integración.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional, a través de
sus Ministros de Relaciones Exteriores y de Desarrollo Económico,
somete a consideración del honorable Congreso de la República el
Acuerdo de Cooperación Turística entre el Gobierno de la República
de Colombia y el Gobierno del Reino de Marruecos, firmado en la
ciudad de Santa Fe de Bogotá, el ocho (8) de marzo de dos mil (2000).

De los honorables Congresistas,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Desarrollo Económico,
Eduardo Pizano de Narváez.

LEY 424 DE 1998

(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios
internacionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Chancillería

presentará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones
Exteriores de Senado y Cámara y dentro de los primeros treinta días
calendario posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de
julio, un informe pormenorizado acerca de cómo se están cumplien-
do y desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos
por Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir
la reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este a las Comisiones
Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., agosto 2 de 2002
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número

28 de 2002 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de
Cooperación Turística entre el Gobierno de la República de Colom-
bia y el Gobierno del Reino de Marruecos”, firmado en la Ciudad de
Santa Fe de Bogotá, el ocho (8) de marzo de dos mil (2000), me
permito pasar a su Despacho el expediente de la mencionada inicia-
tiva que fue presentada en el día de hoy ante la Secretaría General. La
materia de que trata el mencionado Proyecto de ley es competencia
de la Comisión Segunda Constitucional Permanente, de conformidad
con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., agosto 2 de 2002
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con
el fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Alfredo Ramos Botero.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 29 DE 2002 SENADO

por medio de la cual se aprueba el Protocolo Modificatorio a la
“Convención de Extradición entre la República de Colombia y el
Reino de España”, suscrita en Bogotá el 23 de julio de 1892, hecho
en Madrid el dieciséis (16) de marzo de mil novecientos noventa

y nueve (1999).
El Congreso de Colombia

Visto el texto del Protocolo Modificatorio a la “Convención de
Extradición entre la República de Colombia y el Reino de España”,
suscrita en Bogotá el 23 de julio de 1891, hecho en Madrid el
dieciséis (16) de marzo de mil novecientos noventa y nueve (1999).

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
Instrumento Internacional mencionado).

PROTOCOLO MODIFICATORIO A LA «CONVENCION
DE EXTRADICION ENTRE LA REPUBLICA DE COLOMBIA
Y EL REINO DE ESPAÑA SUSCRITA EN BOGOTA EL 23

DE JULIO DE 1892
La República de Colombia y el Reino de España,
Deseosos de fortalecer la cooperación judicial que en materia

penal han desarrollado durante más de un siglo de cordiales y
fructíferas relaciones bilaterales;

Atendiendo al desarrollo satisfactorio que ha tenido durante su
vigencia la “Convención de Extradición entre la República de Colom-
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bia y el Reino de España”, firmada el 23 de julio de 1892 y su adición
mediante canje de notas del 19 de septiembre de 1991;

Conscientes de la importancia que tiene para los dos países la
cooperación para la persecución y represión de la delincuencia
transnacional;

Preocupados por la necesaria actualización de la Convención
sobre Extradición vigente con el fin de adaptarlo a las necesidades
que demandan las circunstancias del presente;

Convencidos de que todas estas medidas contribuyen al fortaleci-
miento de las relaciones bilaterales entre los dos países;

Han acordado suscribir el presente Protocolo Modificatorio a la
“Convención de Extradición” firmada por los dos países en Bogotá el
23 de julio de 1892, en los términos que se expresan a continuación:

ARTICULO PRIMERO
I. El artículo tercero (3º) de la Convención quedará redactado del

siguiente modo:
“Artículo 3º. La extradición procederá con respecto a las personas

a quienes las autoridades judiciales de la Parte requirente persiguieren
por algún delito o buscaren para la ejecución de una pena privativa de
libertad no inferior a un (1) año. A este efecto, será indiferente el que
las leyes de las Partes clasifiquen o no al delito en la misma categoría
de delitos o usen la misma o distinta terminología para designarlo.

El juzgamiento o enjuiciamiento de las personas solicitadas en
extradición se realizará siempre de conformidad con los procedi-
mientos establecidos por la ley interna del Estado Requirente”.

II. El artículo décimo (10) de la Convención quedará redactado del
siguiente modo:

“Artículo 10. Si la extradición fuere solicitada concurrentemente
por varios Estados, bien por el mismo hecho o por hechos diferentes,
la Parte requerida resolverá teniendo en cuenta todas las circunstan-
cias y especialmente la gravedad relativa y lugar de los delitos, las
respectivas fechas de las solicitudes, la nacionalidad de la persona
reclamada y la posibilidad de una ulterior extradición a otro Estado”.

III. El artículo decimoquinto (l5) de la Convención quedará redac-
tado del siguiente modo:

“Artículo 15. Cuando el delito por el que se solicita la extradición
sea punible con pena de muerte con arreglo a las leyes del Estado
requirente y las leyes del Estado requerido no permitan la imposición
de tal sanción, se rehusará la extradición, a menos que, antes de
concederse la extradición, el Estado requirente garantice a satisfac-
ción del Estado requerido que no impondrá tal pena”.

ARTICULO SEGUNDO
Los documentos presentados con las solicitudes de extradición

que por vía diplomática se tramiten, en virtud de la Convención de
Extradición suscrita entre los dos países, estarán exentos del requi-
sito de legalización.

ARTICULO TERCERO
El presente Protocolo entrará en vigor sesenta (60) días después

de la última notificación, por vía diplomática, en que las Partes se
comuniquen el cumplimiento de los requisitos exigidos por su
legislación interna para su entrada en vigor y tendrá la misma vigencia
que la Convención de Extradición de la cual forma parte.

Hecho en Madrid el dieciséis (16) de marzo de mil novecientos
noventa y nueve (1999), en dos ejemplares en idioma español, siendo
ambos textos igualmente auténticos.

Por la República de Colombia,
Guillermo Fernández de Soto,

Ministro de Relaciones Exteriores.
Por el Reino de España – “A.R.”,

Fernando Villalonga,

Secretario de Estado para la Cooperación
Internacional y para Iberoamérica.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 28 de julio de 1999
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
 (Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
 (Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el Protocolo Modificatorio a la “Conven-

ción de Extradición entre la República de Colombia y el Reino de
España”, suscrita en Bogotá el 23 de julio de 1892, hecho en Madrid
el dieciséis (16) de marzo de mil novecientos noventa y nueve
(1999).

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1º de
la Ley 7ª de 1944, el Protocolo Modificatorio a la “Convención de
Extradición entre la República de Colombia y el Reino de España”,
suscrita en Bogotá el 23 de julio de 1892, hecho en Madrid el
dieciséis (16), de marzo de mil novecientos noventa y nueve (1999),
que por el artículo 1º de esta ley se aprueba, obligará al país a partir
de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto
del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a ...
Presentado al honorable Congreso de la República por los suscri-

tos Ministros de Relaciones Exteriores y de Justicia y del Derecho.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Justicia y del Derecho,
Rómulo González Trujillo.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento a lo dispues-

to en los artículos 150, numeral 16 y 189, numeral 2 de la Constitu-
ción Política de la República de Colombia, tenemos el honor de
someter a su consideración el Proyecto de Ley por medio de la cual
se aprueba el Protocolo Modificatorio a la “Convención de Extradi-
ción entre la República de Colombia y el Reino de España”, suscrita
en Bogotá el 23 de julio de 1892, hecho en Madrid el dieciséis (16)
de marzo de mil novecientos noventa y nueve (1999).

Con este Protocolo se pretende adaptar ciertas normas de la
Convención a las necesidades actuales de los dos países, sin que se
afecte su permanencia en el tiempo, ni el objeto, ni el fin para los que
fue suscrita. Se propende, además, por la conservación del principio
de legalidad, considerándolo como parte del mismo.

El Protocolo Modificatorio consta de tan sólo dos artículos
sustantivos, ya que el artículo 3º se limita a estipular la manera y fecha
en la que entrará en vigor dicho instrumento.

Del artículo 1º
En este artículo se introducen cambios a tres (3) artículos de la

Convención de 1892: Artículo 3º, 10 y 15, respectivamente.
Con relación a los cambios en el artículo 3º tenemos que señalar

que durante muchos años, en materia de extradición, se ha seguido el
sistema llamado de lista o enumeración, conforme al cual se detallan
los delitos concretos por los que se concede o espera la extradición.
Una de las principales motivaciones que se tuvo en cuenta para la
modificación de este artículo de la Convención, fue el cambio del
sistema de lista cerrada o numerus clausus, por el sistema de
numerus apertus, con el fin de eliminar la relación de delitos como
limitante para la procedencia de la extradición.
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Este sistema ofrece la ventaja de erradicar los problemas
semánticos y responde mejor al deseo de ampliar el ámbito de
aplicación. La norma ofrece también la cuantía de la pena para
delimitar la entidad de la infracción penal.

Adicionalmente, se establece en forma expresa que para la Con-
vención es irrelevante el que en la legislación interna de cada país se
clasifique al delito en la misma categoría o se use distinta termino-
logía para designarlo.

Con lo anterior, se conserva el principio de la doble incriminación
o incriminación simultánea. Lo importante es que el hecho motivador
de la solicitud de extradición debe ser sancionable conforme a los
ordenamientos de ambos Estados, requirente y requerido, respetan-
do las propias valoraciones de las conductas en el ámbito penal y así
evitar una contradicción con los conceptos jurídicos de los delitos,
como también se resta importancia al nombre o designación que se
dé al delito, por cuanto debe estarse a la acción criminal misma, lo
que demanda del Estado requerido una previa labor de adaptación de
los hechos, observando siempre los bienes jurídicos lesionados.

En cuanto al artículo 10 de la Convención debemos señalar que
establecía como criterio de prevalencia para la concesión de la
extradición, ante la concurrencia de varias solicitudes, la del país que
hubiere presentado primero la solicitud.

La reforma que se introduce a esta norma consiste, principalmen-
te, en adicionar nuevos elementos que permitan resolver con mayor
exactitud cuáles criterios pueden tenerse en cuenta al momento de
decidir sobre la preferencia de un requerimiento de extradición
cuando existen varias solicitudes presentadas por diferentes Estados
bien por el mismo hecho o bien por hechos diferentes.

Con esta modificación se busca ampliar el campo de posibilidades
que permitan a los Estados parte decidir sobre la prevalencia de la
petición.

Se resaltan como principales circunstancias la gravedad relativa y
el lugar de comisión del hecho las respectivas fechas de las solicitu-
des, la nacionalidad de la persona reclamada y la posibilidad de una
ulterior extradición a otro Estado.

Con relación al artículo 15 de la Convención, éste consagraba
como facultad para el Estado requerido, pedir la conmutación de la
pena de muerte, cuando ésta fuera la pena aplicable al reo (condena-
do) en la legislación del Estado que solicita la extradición. En caso
de ser atendida la petición de conmutación, se llevaría a efecto de
acuerdo con las leyes del país en que la sentencia fuere pronunciada.

Cuando la abolición de la pena capital se establece en el ordena-
miento de los Estados y más aún, cuando se le da rango constitucio-
nal, se busca que en los Convenios de Extradición se consagre en
forma expresa la posibilidad de conmutar esta pena.

En este caso en concreto, se consideró necesaria la modificación
de la norma, con el fin de asignarle un carácter imperativo a la
posibilidad de la conmutación de la pena capital; es decir, que cuando
el delito por el cual se solicita la extradición esté sancionado con la
pena de muerte y ésta no se establezca en el Estado requerido, debe
obligatoriamente negarse o rehusarse la concesión de la extradición,
salvo que se garantice a satisfacción del Estado requerido que no se
impondrá la pena de muerte.

Del artículo 2º

Con el fin de lograr mayor eficacia y agilidad en los trámites de
extradición, se consideró pertinente consagrar en forma expresa la
exención del requisito de legalización.

Quedan así expuestas las razones que en concepto del Gobierno
Nacional justifican la aprobación de este tratado internacional, el
cual permitirá actualizar y poner a tono con los actuales tiempos la
Convención sobre Extradición con España, que lleva rigiendo más de
un siglo entre los dos países.

Por las razones expuestas, nos permitimos solicitar al honorable
Congreso de la República aprobar el Protocolo Modificatorio a la
“Convención de Extradición entre la República de Colombia y el
Reino de España”, suscrita en Bogotá el 23 de julio de 1892, hecho
en Madrid el dieciséis (16) de marzo de mil novecientos noventa y
nueve (1999).

De los honorables Senadores y Representantes,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Justicia y del Derecho,
Rómulo González Trujillo.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios
internacionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería
presentará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones
Exteriores de Senado y Cámara y dentro de los primeros treinta días
calendario posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de
julio, un informe pormenorizado acerca de cómo se están cumplien-
do y desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos
por Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir
la reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este a las Comisiones
Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
 SECRETARIA

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., agosto 2 de 2002
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número

29 de 2002 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Protocolo
Modificatorio a la Convención de Extradición entre la República de
Colombia y el Reino de España”, suscrita en Bogotá el 23 de julio de
1892, hecho en Madrid el dieciséis (16) de marzo de mil novecientos
noventa y nueve (1999), me permito pasar a su Despacho el expedien-
te de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante
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la Secretaría General. La materia de que trata el mencionado Proyec-
to de ley es competencia de la Comisión Segunda Constitucional
Permanente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias y
de ley.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., agosto 2 de 2002
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con
el fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Alfredo Ramos Botero.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 30 DE 2002 SENADO

por medio de la cual se aprueba la Convención Interamericana
sobre Restitución Internacional de Menores, suscrita en Montevi-
deo, Uruguay, el quince (15) de julio de mil novecientos ochenta y
nueve (1989), en la Cuarta Conferencia Especializada Interamericana

sobre Derecho Internacional Privado.
 El Congreso de la República

Visto el texto de la Convención Interamericana sobre Restitución
Internacional de Menores, suscrita en Montevideo, Uruguay, el
quince (15) de julio de mil novecientos ochenta y nueve (1989), en
la Cuarta Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho
Internacional Privado, que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
Instrumento Internacional mencionado).

CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE RESTITUCION
INTERNACIONAL DE MENORES

AMBITO DE APLICACION
Artículo 1
La presente Convención tiene por objeto asegurar la pronta resti-

tución de menores que tengan residencia habitual en uno de los
Estados Parte y hayan sido trasladados ilegalmente desde cualquier
Estado a un Estado Parte o que habiendo sido trasladados legalmente
hubieren sido retenidos ilegalmente. Es también objeto de esta
Convención hacer respetar el ejercicio del derecho de visita y el de
custodia o guarda por parte de sus titulares.

Artículo 2
Para los efectos de esta Convención se considera menor a toda

persona que no haya cumplido dieciséis años de edad.
Artículo 3
Para los efectos de esta Convención:
a) El derecho de custodia o guarda comprende el derecho relativo

al cuidado del menor y, en especial, el de decidir su lugar de
residencia;

b) El derecho de visita comprende la facultad de llevar el menor
por un período limitado a un lugar diferente al de su residencia
habitual.

Artículo 4
Se considera ilegal el traslado o la retención de un menor cuando

se produzca en violación de los derechos que ejercían, individual o
conjuntamente, los padres, tutores o guardadores, o cualquier insti-

tución, inmediatamente antes de ocurrir el hecho, de conformidad
con la ley de la residencia habitual del menor.

Artículo 5
Podrán instaurar el procedimiento de restitución de menores, en

ejercicio del derecho de custodia o de otro similar, las personas e
instituciones designadas en el artículo 4°.

Artículo 6
Son competentes para conocer de la solicitud de restitución de

menores a que se refiere esta Convención, las autoridades judiciales
o administrativas del Estado Parte donde el menor tuviere su residen-
cia habitual inmediatamente antes de su traslado o de su retención.

A opción del actor y cuando existan razones de urgencia, podrá
presentarse la solicitud de restitución ante las autoridades del Estado
Parte en cuyo territorio se encontrare o se supone se encontrare el
menor ilegalmente trasladado o retenido, al momento de efectuarse
dicha solicitud; igualmente, ante las autoridades del Estado parte
donde se hubiere producido el hecho ilícito que dio motivo a la
reclamación.

El hecho de promover la solicitud bajo las condiciones previstas
en el párrafo anterior no conlleva modificación de las normas de
competencia internacional definidas en el primer párrafo de este
artículo.

AUTORIDAD CENTRAL
Artículo 7
Para los efectos de esta Convención cada Estado Parte designará

una autoridad central encargada del cumplimiento de las obligacio-
nes que le establece esta Convención y comunicará dicha designa-
ción a la Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos.

En especial, la autoridad central colaborará con los actores del
procedimiento y con las autoridades competentes de los respectivos
Estados para obtener la localización y la restitución del menor;
asimismo, llevará a cabo los arreglos que faciliten el rápido regreso
y la recepción del menor, auxiliando a los interesados en la obtención
de los documentos necesarios para el procedimiento previsto en esta
Convención.

Las autoridades centrales de los Estados Parte cooperarán entre sí
e intercambiarán información sobre el funcionamiento de la Conven-
ción con el fin de garantizar la restitución inmediata de los menores
y los otros objetivos de esta Convención.

PROCEDIMIENTO PARA LA RESTITUCION
Artículo 8
Los titulares del procedimiento de restitución podrán ejercitarlo

conforme con lo dispuesto en el artículo 6°, de la siguiente forma:
a) A través de exhorto o carta rogatoria; o
b) Mediante solicitud a la autoridad central, o
c) Directamente, o por la vía diplomática o consular.
Artículo 9
La solicitud o demanda a que se refiere el artículo anterior, deberá

contener:
a) Los antecedentes o hechos relativos al traslado o retención, así

como la información suficiente respecto a la identidad del solicitan-
te, del menor sustraído o retenido y, de ser posible, de la persona a
quien se imputa el traslado o la retención;

b) La información pertinente relativa a la presunta ubicación del
menor a las circunstancias y fechas en que se realizó el traslado al
extranjero o al vencimiento del plazo autorizado, y

c) Los fundamentos de derecho en que se apoya la restitución del
menor.

2. A la solicitud o demanda se deberá acompañar:
a) Copia íntegra y auténtica de cualquier resolución judicial o

administrativa si existiera o del acuerdo que lo motive; la comproba-
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ción sumaria de la situación fáctica existente o, según el caso, la
alegación del derecho respectivo aplicable;

b) Documentación auténtica que acredite la legitimación procesal
del solicitante;

c) Certificación o información expedida por la autoridad central
del Estado de residencia habitual del menor o de alguna otra autoridad
competente del mismo Estado, en relación con el derecho vigente en
la materia en dicho Estado;

d) Cuando sea necesario, traducción al idioma oficial del Estado
requerido de todos los documentos a que se refiere este artículo, y

e) Indicación de las medidas indispensables para hacer efectivo el
retorno.

3. La autoridad competente podrá prescindir de alguno de los
requisitos o de la presentación de los documentos exigidos en este
artículo si, a su juicio, se justificare la restitución.

4. Los exhortos, las solicitudes y los documentos que los
acompañaren no requerirán de legalización cuando se transmitan por
la vía diplomática o consular, o por intermedio de la autoridad central.

Artículo 10
El juez exhortado, la autoridad central u otras autoridades del

Estado donde se encuentra el menor, adoptarán, de conformidad con
su derecho y cuando sea pertinente, todas las medidas que sean
adecuadas para la devolución voluntaria del menor.

Si la devolución no se obtuviere en forma voluntaria, las autorida-
des judiciales o administrativas, previa comprobación del cumpli-
miento de los requisitos exigidos por el artículo 9° y sin más trámite,
tomarán conocimiento personal del menor, adoptarán las medidas
necesarias para asegurar su custodia o guarda provisional en las
condiciones que aconsejaren las circunstancias y, si fuere proceden-
te, dispondrán sin demora su restitución. En este caso, se le comuni-
cará a la institución que, conforme con su derecho interno, corres-
ponda tutelar los derechos del menor.

Asimismo, mientras se resuelve la petición de restitución, las
autoridades competentes adoptarán las medidas necesarias para im-
pedir la salida del menor del territorio de su jurisdicción.

Artículo 11
La autoridad judicial o administrativa del Estado requerido no

estará obligada a ordenar la restitución del menor, cuando la persona
o la institución que presentare oposición demuestre:

a) Que los titulares de la solicitud o demanda de restitución no
ejercían efectivamente su derecho en el momento del traslado o de
la retención, o hubieren consentido o prestado su anuencia con
posterioridad a tal traslado o retención, o

b) Que existiere un riesgo grave de que la restitución del menor
pudiere exponerle a un peligro físico o psíquico.

La autoridad exhortada puede también rechazar la restitución del
menor si comprobare que este se opone a regresar y a juicio de
aquella, la edad y madurez del menor justificase tomar en cuenta su
opinión.

Artículo 12

La oposición fundamentada a la que se refiere el artículo anterior
deberá presentarse dentro del término de ocho días hábiles, contados
a partir del momento en que la autoridad tomare conocimiento
personal del menor y lo hiciere saber a quien lo retiene.

Las autoridades judiciales o administrativas evaluarán las circuns-
tancias y las pruebas que aporte la parte opositora para fundar la
negativa. Deberán enterarse del derecho aplicable y de los preceden-
tes jurisprudenciales o administrativos existentes en el Estado de la
residencia habitual del menor, y requerirán, en caso de ser necesario,
la asistencia de las autoridades centrales, o de los agentes diplomá-
ticos o consulares de los Estados Parte.

Dentro de los sesenta días calendario siguientes a la recepción de
la oposición, la autoridad judicial o administrativa dictará la resolu-
ción correspondiente.

Artículo 13
Si dentro del plazo de cuarenta y cinco días calendario desde que

fuere recibida por la autoridad requirente la resolución por la cual se
dispone la entrega, no se hubieren tomado las medidas necesarias
para hacer efectivo el traslado del menor, quedarán sin efecto la
restitución ordenada y las providencias adoptadas.

Los gastos del traslado estarán a cargo del actor; en caso de que
este careciere de recursos económicos, las autoridades del Estado
requirente podrán facilitar los gastos del traslado, sin perjuicio de
repetir los mismos contra quien resultare responsable del desplaza-
miento o retención ilegal.

Artículo 14
Los procedimientos previstos en esta Convención deberán ser

instaurados dentro del plazo de un año calendario, contado a partir de
la fecha en que el menor hubiere sido trasladado o retenido ilegal-
mente.

Respecto de menores cuyo paradero se desconozca el plazo se
computará a partir del momento en que fueren precisa y efectivamen-
te localizados.

Por excepción el vencimiento del plazo del año no impide que se
acceda a la solicitud de restitución si a criterio de la autoridad
requerida lo justifican las circunstancias del caso, a menos que se
demostrare que el menor se ha integrado a su nuevo entorno.

Artículo 15
La restitución del menor no implica prejuzgamiento sobre la

determinación definitiva de su custodia o guarda.
Artículo 16
Después de haber sido informados del traslado ilícito de un menor

o de su retención en el marco del artículo 4°, las autoridades
judiciales o administrativas del Estado Parte a donde el menor ha sido
trasladado o donde está retenido, no podrán decidir sobre el fondo del
derecho de guarda hasta que se demuestre que no se reúnen las
condiciones de la Convención para un retorno del menor o hasta que
un período razonable haya transcurrido sin que haya sido presentada
una solicitud de aplicación de esta Convención.

Artículo 17
Las disposiciones anteriores que sean pertinentes no limitan el

poder de la autoridad judicial o administrativa para ordenar la resti-
tución del menor en cualquier momento.

LOCALIZACION DE MENORES
Artículo 18
La autoridad central, o las autoridades judiciales o administrativas

de un Estado Parte, a solicitud de cualquiera de las personas mencio-
nadas en el artículo 5° así como estas directamente, podrán requerir
de las autoridades competentes de otro Estado Parte la localización
de menores que tengan la residencia habitual en el Estado de la
autoridad solicitante y que presuntamente se encuentran en forma
ilegal en el territorio del otro Estado.

La solicitud deberá ser acompañada de toda la información que
suministre el solicitante o recabe la autoridad requirente, concer-
niente a la localización del menor y a la identidad de la persona con
la cual se presume se encuentra aquel.

Artículo 19
La autoridad central o las autoridades judiciales o administrativas

de un Estado Parte que, a raíz de la solicitud a que se refiere el artículo
anterior, llegaren a conocer que en su jurisdicción se encuentra un
menor ilegalmente fuera de su residencia habitual, deberán adoptar
de inmediato todas las medidas que sean conducentes para asegurar
su salud y evitar su ocultamiento o traslado a otra jurisdicción.
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La localización se comunicará a las autoridades del Estado requi-
rente.

Artículo 20
Si la restitución no fuere solicitada dentro del plazo de sesenta

días calendario, contados a partir de la comunicación de la localiza-
ción del menor a las autoridades del Estado requirente, las medidas
adoptadas en virtud del artículo 19 podrán quedar sin efecto.

El levantamiento de las medidas no impedirá el ejercicio del
derecho a solicitar la restitución, de acuerdo con los procedimientos
y plazos establecidos en esta Convención.

DERECHO DE VISITA
Artículo 21
La solicitud que tuviere por objeto hacer respetar el ejercicio de

los derechos de visita por parte de sus titulares podrá ser dirigida a las
autoridades competentes de cualquier Estado Parte conforme con lo
dispuesto en el artículo 6° de la presente Convención. El procedi-
miento respectivo será el previsto en esta Convención para la resti-
tución del menor.

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 22
Los exhortos y solicitudes relativas a la restitución y localización

podrán ser transmitidos al órgano requerido por las propias partes
interesadas, por vía judicial, por intermedio de los agentes diplomá-
ticos o consulares, o por la autoridad central competente del Estado
requirente o requerido, según el caso.

Artículo 23
La tramitación de los exhortos o solicitudes contemplados en la

presente Convención y las medidas a que diere lugar, serán gratuitas
y estarán exentas de cualquier clase de impuesto, depósito o caución,
cualquiera que sea su denominación.

Si los interesados en la tramitación del exhorto o solicitud hubieren
designado apoderado en el foro requerido, los gastos y honorarios
que ocasionare el ejercicio del poder que otorgue, estarán a su cargo.

Sin embargo, al ordenar la restitución de un menor conforme con
lo dispuesto en la presente Convención las autoridades competentes
podrán disponer, atendiendo a las circunstancias del caso, que la
persona que trasladó o retuvo ilegalmente al menor pague los gastos
necesarios en que haya incurrido el demandante, los otros incurridos
en la localización del menor, así como las costas y gastos inherentes
a su restitución.

Artículo 24
Las diligencias y trámites necesarios para hacer efectivo el cum-

plimiento de los exhortos o cartas rogatorias deben ser practicados
directamente por la autoridad exhortada, y no requieren intervención
de parte interesada. Lo anterior no obsta para que las partes interven-
gan por sí o por intermedio de apoderado.

Artículo 25
La restitución del menor dispuesta conforme a la presente Con-

vención podrá negarse cuando sea manifiestamente violatoria de los
principios fundamentales del Estado requerido consagrados en ins-
trumentos de carácter universal y regional sobre derechos humanos
y del niño.

Artículo 26
La presente Convención no será obstáculo para que las autoridades

competentes ordenen la restitución inmediata del menor cuando el
traslado o retención del mismo constituya delito.

Artículo 27
El Instituto Interamericano del Niño tendrá a su cargo, como

Organismo Especializado de la Organización de los Estados Ameri-
canos, coordinar las actividades de las autoridades centrales en el
ámbito de esta Convención, así como las atribuciones para recibir y

evaluar información de los Estados Parte de esta Convención deriva-
da de la aplicación de la misma.

Igualmente, tendrá a su cargo la tarea de cooperación con otros
Organismos Internacionales competentes en la materia.

DISPOSICIONES FINALES
Artículo 28
La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados

Miembros de la Organización de los Estados Americanos.
Artículo 29
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumen-

tos de ratificación se depositarán en la Secretaría General de la
Organización de los Estados Americanos.

Artículo 30
La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier

otro Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 31
Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al

momento de firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la
reserva verse sobre una o más disposiciones específicas, y que no sea
incompatible con el objeto y fines de esta Convención.

Artículo 32
Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en

las que rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestio-
nes tratadas en la presente Convención, podrán declarar, en el mo-
mento de la firma, ratificación o adhesión, que la Convención se
aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o más de
ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaracio-
nes ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades
territoriales a las que se aplicará la presente Convención. Dichas
declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de la
Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta
días después de recibidas.

Artículo 33
Respecto a un Estado que tenga en materia de guarda de menores

dos o más sistemas de derecho aplicable en unidades territoriales
diferentes:

a) Cualquier referencia a la residencia habitual en ese Estado
contempla la residencia habitual en una unidad territorial de ese
Estado;

b) Cualquier referencia a la ley del Estado de la residencia habitual
contempla la ley de la unidad territorial en la que el menor tiene su
residencia habitual.

Artículo 34
Entre los Estados miembros de la Organización de los Estados

Americanos que fueren parte de este Convención y de la Convención
de La Haya del 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles del
Secuestro Internacional de Menores, regirá la presente Convención.

Sin embargo, los Estados Parte podrán convenir entre ellos de
forma bilateral la aplicación prioritaria de la citada Convención de La
Haya del 25 de octubre de 1980.

Artículo 35
La presente Convención no restringirá las disposiciones de con-

venciones que sobre esta misma materia hubieran sido suscritas o que
se suscribieren en el futuro en forma bilateral o multilateral por los
Estados Parte, o las prácticas más favorables que dichos Estados
pudieren observar en la materia.

Artículo 36
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir

de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de
ratificación.
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Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella
después de haber sido depositado el segundo instrumento de ratifica-
ción, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la
fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratifica-
ción o adhesión.

Artículo 37
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera

de los Estados Parte podrá denunciarla. El instrumento de denuncia
será depositado en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos. Transcurrido un año, contado a partir de la fecha
de depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus
efectos para el Estado denunciante, quedando subsistente para los
demás Estados Parte.

Artículo 38
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos

en español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos
será depositado en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos, la que enviará copia auténtica de su texto a la
Secretaría de las Naciones Unidas, para su registro y publicación, de
conformidad con el artículo 102 de su Carta constitutiva. La Secre-
taría General de la Organización de los Estados Americanos notifica-
rá a los Estados miembros de dicha Organización y a los Estados que
hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de instru-
mentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas
que hubiere. También les transmitirá las declaraciones previstas en
los artículos pertinentes de la presente Convención.

EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, debida-
mente autorizados por sus respectivos gobiernos, firman la presente
Convención.

HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, REPUBLICA
ORIENTAL DEL URUGUAY, el día quince de julio de mil novecien-
tos ochenta y nueve.

Certifico que el documento preinserto es copia fiel y exacta del
texto auténtico en español de la Convención Interamericana sobre
Restitución Internacional de Menores, suscrita en Montevideo, Uru-
guay, el 15 de julio de 1989, en la Cuarta Conferencia Especializada
Interamericana sobre Derecho Internacional Privado; y que el citado
instrumento firmado se encuentra depositado en la Secretaría Gene-
ral de la Organización de los Estados Americanos.

20 de noviembre de 1989.
Por el Secretario General,

Hugo Caminos,

Subsecretario de Asuntos Jurídicos,
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Santa Fe de Bogotá, D. C., 10 de septiembre de 1997
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.)

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) María Emma Mejía Vélez.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase la Convención Interamericana sobre
Restitución Internacional de Menores, suscrita en Montevideo,
Uruguay, el quince (15) de julio de mil novecientos ochenta y
nueve (1989), en la Cuarta Conferencia Especializada
Interamericana sobre Derecho Internacional Privado.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de
la Ley 7ª de 1944, la Convención Interamericana sobre Restitución

Internacional de Menores, suscrita en Montevideo, Uruguay, el
quince (15) de julio de mil novecientos ochenta y nueve (1989), en
la Cuarta Conferencia Especializada Interamericana sobre Dere-
cho Internacional Privado, que por el artículo primero de esta ley
se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione
el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentada al honorable Congreso de la República por los suscri-

tos, Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las funcio-
nes del Despacho del Ministro de Relaciones Exteriores y Ministro
de Justicia y del Derecho.

La Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las fun-
ciones del Despacho del Ministro de Relaciones Exteriores,

Clemencia Forero Ucrós.

El Ministro de Justicia y del Derecho,
Rómulo González Trujillo.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los

artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política
de Colombia, presentamos a consideración del honorable Congreso
de la República el Proyecto de ley por medio de la cual se aprueba la
Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Me-
nores, suscrita en Montevideo, Uruguay, el quince (15) de julio de
mil novecientos ochenta y nueve (1989), en la Cuarta Conferencia
Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado.

La Constitución Política en su artículo 44 consagra los derechos
fundamentales de los niños; entre otros, el de tener una familia y no
ser separado de ella. También prevé que gozarán de los demás
derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los
tratados internacionales ratificados por Colombia.

El Decreto 2737 de 1989, por el cual se expide el Código del
Menor, es otro instrumento legal en el que se consagran y protegen
ampliamente los derechos del niño. El Título V de la Parte Tercera de
este código establece las condiciones y requisitos que deben cum-
plirse, así como el procedimiento a seguir para la salida del menor del
país.

La Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del
Niño, aprobada mediante Ley 12 de 1991 y ratificada por Colombia
el 28 de enero de 1991, actualmente vigente para Colombia, consti-
tuye uno de los instrumentos internacionales de mayor importancia
en cuanto al reconocimiento y protección de los derechos del menor.

Esta convención en su artículo 5° preceptúa que “los Estados
Partes respetarán las responsabilidades, los derechos y deberes
de los padres o, en su caso, de los miembros de la familia, ampliada
o de la comunidad, según establezca la costumbre local, de los
tutores u otras personas encargadas legalmente del niño de
impartirle, en consonancia con la evolución de sus facultades,
dirección y orientación apropiadas para que el niño ejerza los
derechos reconocidos en la presente convención”. Dentro del
mismo marco conceptual, el artículo 7° precisa que el niño tendrá
derecho a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la
medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por
ellos. El artículo el numeral 1 del artículo 9° impone la obligación
a los Estados Parte a “...velar por que el niño no sea separado de sus
padres contra la voluntad de estos, salvo cuando las autoridades
competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedi-
mientos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés
superior del niño”. y en el numeral 3 del mismo artículo, que
“respetarán el derecho del niño que está separado de uno o de
ambos padres a mantener relaciones personales y contacto direc-
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to con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al
interés superior del niño”.

De otra parte es de resaltar que las reiteradas solicitudes que
atiende el Ministerio de Relaciones Exteriores, en materia de resti-
tución de menores, las cuales por no contarse con un mecanismo
jurídico que comprometa a las autoridades de los demás Estados,
generalmente se quedan en meras expectativas de quienes pretenden
hacer valer los de derechos que tienen frente a sus hijos menores y
especialmente de tenerlos a su lado. La Convención Interamericana
objeto de este proyecto de ley, consideró que una vez ratificada, será
una herramienta efectiva para atender, tramitar y restituir al menor
que se solicita sea restituido.

ANALISIS DE LA CONVENCION
Dicha Convención tiene por objeto asegurar la pronta restitución

de menores que tengan residencia habitual en uno de los Estados
Parte o que habiendo sido trasladados ilegalmente desde cualquier
Estado a un Estado Parte, o que habiendo sido trasladados legalmente
hubieren sido retenidos ilegalmente.

Es también objeto de la Convención hacer respetar el ejercicio del
derecho de visita y el de custodia o guarda por parte de los titulares.

Esta Convención conserva la filosofía aplicada al “Convenio sobre
Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños”, suscrito en
La Haya el 25 de octubre de 1980, el cual fue aprobado por la Ley 173
de 1994 y en vigor para Colombia desde el primero de marzo de 1996,
manteniendo intacto su carácter eminentemente civilista, distin-
guiendo en forma clara los siguientes aspectos:

PATRIA POTESTAD. Es el conjunto de derechos que la ley reco-
noce a los padres sobre sus hijos no emancipados, para facilitar a
aquellos el cumplimiento de los deberes que su calidad les impone y
sus efectos tienen la característica de ser de orden público, impres-
cindible, inalienable, indelegable y oponible “erga omnes”.

CUSTODIA Y CUIDADO PERSONAL. Se traduce en el oficio o
función mediante el cual se tiene el poder para criar, educar, orientar,
conducir, formar hábitos, dirigir, disciplinar la conducta, siempre
con la mira puesta en el educando, en el incapaz de obrar y autorregular
en formas independientes su comportamiento. La convención
interamericana la define como el derecho relativo al cuidado del
menor y, en especial, el de decidir su lugar de residencia.

DERECHO DE VISITA. El artículo 3° de la Convención lo define
como la facultad de llevar al menor por un período limitado a un lugar
diferente al de su residencia habitual.

Para que proceda la restitución, es decir, para que se ponga en
funcionamiento la Convención, es necesario que se produzca el
traslado (a un Estado Parte) o la retención ilegal (en un Estado Parte)
de un menor con residencia en otro Estado Parte. Se considera ilegal
el traslado o la retención de un menor cuando se realiza con violación
de los derechos que ejercían, individual o conjuntamente, los padres,
tutores o guardadores, o cualquier institución, inmediatamente, antes
de ocurrir el hecho, de conformidad con la ley de residencia habitual
del menor. Es necesario resaltar el concepto de la RESIDENCIA
HABITUAL, el cual se define como el lugar donde el menor tiene su
centro de vida.

El traslado ilícito se genera comúnmente cuando la relación de los
cónyuges es conflictiva a tal punto que uno de ellos traslada al menor
obteniendo que el otro no tenga acceso a su hijo, situación en la cual
se involucra al menor incapaz de comprender su situación y dejando
en segundo plano sus intereses, siendo necesaria la intervención
directa del Estado a través de sus autoridades judiciales y administra-
tivas. La “Convención Interamericana sobre Restitución Inter-
nacional de Menores”, permite al padre, víctima del traslado ilícito
de sus hijos, contar con elementos eficaces para hacer valer sus
derechos, ya que los Estados contratantes a través de sus Autoridades
Centrales, se han comprometido a devolver al menor al estado de
residencia habitual.

La convención prevé que los Estados Parte designarán una Auto-
ridad Central que será la encargada del cumplimiento de las obliga-
ciones establecidas en ella, que colaborará con los actores del
procedimiento y con las autoridades competentes de los respecti-
vos Estados para obtener la localización y restitución del menor,
llevando a cabo los arreglos que faciliten el rápido regreso y la
recepción del menor, y auxiliando a los interesados en la obtención
de los documentos necesarios para adelantar el procedimiento
establecido.

En cuanto al procedimiento ejercido por los titulares, previsto en
el artículo 8°, este se hará a través de exhorto o carta rogatoria,
mediante solicitud a la autoridad central o directamente por vía
diplomática o consular. Los requisitos que deben cumplir las solici-
tudes se encuentran previstos en el artículo 9°. Es importante resaltar
que los exhortos, las solicitudes y los documentos que la acompañaren,
no requieren de legalización consular cuando se transmitan por vía
diplomática o consular, o por intermedio de la autoridad central,
haciendo más ágil y económico el procedimiento para sus titulares.

Los artículos 10 al 13 se ocupan especialmente de las acciones a
seguir y las medidas a adoptar tanto de las autoridades centrales como
de las administrativas y judiciales para la pronta devolución volunta-
ria del menor y para asegurar su custodia o guarda provisional, si fuere
procedente, disponer sin demora su restitución, así como la no
obligatoriedad de la restitución del menor cuando se presente opo-
sición, previa demostración de los requisitos allí previstos.

De otra parte el artículo 14 indica que los procedimientos deberán
ser instaurados dentro del plazo de un año calendario, contado a partir
de la fecha en que el menor hubiere sido trasladado o retenido
ilegalmente, plazo que también se computará a partir del momento en
que el menor fuere precisa y efectivamente localizado.

En los artículos 15 a 17 se señalan los efectos del procedimiento
adelantado por las autoridades judiciales o administrativas en rela-
ción con la restitución del menor.

Los artículos 18 al 20 se ocupan de las facultades de las autorida-
des judiciales o administrativas para adelantar el procedimiento
tendiente a la localización del menor que tenga su residencia habitual
en el territorio, de acuerdo con la solicitud y sus documentos que la
acompañen, y de adoptar las medidas que sean conducentes para
asegurar su salud y evitar su ocultamiento o traslado a otra jurisdic-
ción.

El artículo 21 regula lo relativo a las solicitudes que tienen por
objeto el respeto al derecho de visita y el procedimiento a seguir, el
cual se rige de conformidad con el artículo 6° de la convención. Los
demás artículos hacen referencia a las disposiciones generales y
finales de la convención.

Como se puede observar, honorables Senadores y Representantes,
el Gobierno Nacional consciente de la prevalencia de los derechos
del menor y de la protección de los mismos, de los derechos y
obligaciones de los padres para con ellos y, con el propósito de contar
con un instrumento jurídico, que agilice los procedimientos y permi-
ta la eficaz actuación de las autoridades en esta materia, para hacerlos
efectivos, somete a su consideración y solicita la aprobación de la
CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE RESTITUCION IN-
TERNACIONAL DE MENORES, suscrita en Montevideo, Uruguay,
el quince (15) de julio de mil novecientos ochenta y nueve (1989), en
la Cuarta Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho
Internacional Privado.

De los honorables Senadores y Representantes,
La Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las fun-

ciones del Despacho del Ministro de Relaciones Exteriores,
Clemencia Forero Ucrós.

El Ministro de Justicia y del Derecho,
Rómulo González Trujillo.
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LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios interna-
cionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería
presentará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones
Exteriores de Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días
calendario posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de
julio, un informe pormenorizado acerca de cómo se están cumplien-
do y desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos
por Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir
la reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones
Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA GENERAL

Tramitación de leyes
Bogota, D. C., agosto 2 de 2002

Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número

30 de 2002 Senado, por medio de la cual se aprueba la “Convención
Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores”, sus-
crita en Montevideo, Uruguay, el quince (15) de julio de mil nove-
cientos ochenta y nueve (1989), en la Cuarta Conferencia Especiali-
zada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado, me permi-
to pasar a su Despacho el expediente de la mencionada iniciativa que
fue presentada en el día de hoy ante la Secretaría General. La materia
de que trata el mencionado proyecto de ley es competencia de la
Comisión Segunda Constitucional Permanente, de conformidad con
las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General (E), honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 2 de agosto de 2002
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por

repartido el Proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda

Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con
el fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Alfredo Ramos Botero.

El Secretario General (E), del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 32 DE 2002 SENADO

por medio de la cual se aprueban el Convenio Internacional sobre
Cooperación, preparación y lucha contra la contaminación por
hidrocarburos, 1990, hecho en Londres el día treinta (30) de no-
viembre de mil novecientos noventa (1990) y el Protocolo sobre

cooperación, preparación y lucha contra los sucesos de contami-
nación por sustancias nocivas y potencialmente peligrosas, 2000,
hecho en Londres el día quince (15) de marzo del año dos mil (2000).

El Congreso de la República

Vistos los textos del “Convenio Internacional sobre Cooperación,
Preparación y Lucha contra la Contaminación por Hidrocarburos,
1990, hecho en Londres el día treinta (30) de noviembre de mil
novecientos noventa (1990) y del “Protocolo sobre Cooperación,
Preparación y Lucha contra los Sucesos de Contaminación por
Sustancias Nocivas y Potencialmente Peligrosas, 2000”, hecho en
Londres el día quince (15) de marzo del año dos mil (2000), que a la
letra dicen:

(Para ser transcritos: Se adjuntan fotocopias de los textos íntegros
de los Instrumentos Internacionales mencionados).

CONVENIO INTERNACIONAL SOBRE COOPERACION,

PREPARACION Y LUCHA CONTRA LA CONTAMINACIÓN

POR HIDROCARBUROS, 1990

LAS PARTES EN EL PRESENTE CONVENIO, CONSCIENTES
de la necesidad de preservar el medio humano en general y el medio
marino en particular,

RECONOCIENDO la seria amenaza que representan para el me-
dio marino los sucesos de contaminación por hidrocarburos en los
que intervienen buques, unidades mar adentro, puertos marítimos e
instalaciones de manipulación de hidrocarburos,

TENIENDO PRESENTE la importancia que tienen las medidas
de precaución y de prevención para evitar en primer lugar la
contaminación por hidrocarburos, así como la necesidad de apli-
car estrictamente los instrumentos internacionales existentes
relativos a la seguridad Marítima y a la prevención de la contami-
nación del mar, en particular el Convenio Internacional para la
seguridad de la vida humana en el mar, 1974, en su forma enmen-
dada, y el Convenio Internacional para prevenir la contaminación
por los buques, 1973, en su forma modificada por el correspon-
diente Protocolo de 1978, y también de elaborar cuanto antes
normas más elevadas para el proyecto, explotación y manteni-
miento de los buques que transporten hidrocarburos y de las
unidades mar adentro,

TENIENIDO PRESENTE ADEMAS que al producirse un suceso
de contaminación por hidrocarburos es fundamental actuar con
prontitud y eficacia a fin de reducir al mínimo los daños que puedan
derivarse de dicho suceso,

SUBRAYANDO la importancia de hacer preparativos eficaces
para luchar contra los sucesos de contaminación por hidrocarburos
y el papel fundamental que desempeñan a este respecto los sectores
petrolero y naviero,
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RECONOCIENDO ADEMAS la importancia de la asistencia mu-
tua y la cooperación internacional en cuestiones como el intercam-
bio de información con respecto a la capacidad de los Estados para
luchar contra los sucesos de contaminación por hidrocarburos, la
elaboración de planes de contingencia en caso de contaminación por
hidrocarburos, el intercambio de informes sobre sucesos de impor-
tancia que puedan afectar al medio marino o al litoral y los intereses
conexos de los Estados, así como de la investigación y desarrollo en
relación con los medios de lucha contra la contaminación por
hidrocarburos en el medio marino,

TENIENDO EN CUENTA el principio de que “el que contamina
paga” como principio general de derecho ambiental internacional,

TENIENDO EN CUENTA TAMBIEN la importancia de los instru-
mentos internacionales relativos a responsabilidad e indemnización
de daños debidos a contaminación por hidrocarburos, incluidos el
Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil nacida de daños
debidos a contaminación por hidrocarburos, 1969, y el Convenio
Internacional sobre la Constitución de un Fondo internacional de
Indemnización de Daños Debidos a Contaminación por Hidrocarbu-
ros, 1971, así como la necesidad imperiosa de que los Protocolos de
1984 relativos a estos convenios entren pronto en vigor,

TENIENDO EN CUENTA ADEMAS la importancia de los acuer-
dos y disposiciones bilaterales y multilaterales, incluidos los conve-
nios y acuerdos regionales,

TENIENDO PRESENTES las disposiciones pertinentes de la
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, en
particular las de su parte XII,

CONSCIENTES de la necesidad de fomentar la cooperación
internacional y de mejorar los medios existentes a escala nacional,
regional y mundial para la preparación y la lucha contra la contami-
nación por hidrocarburos, teniendo en cuenta las necesidades espe-
ciales de los países en desarrollo, y en particular de los pequeños
Estados insulares,

CONSIDERANDO que el modo más eficaz de alcanzar esos obje-
tivos es la adopción de un convenio internacional sobre cooperación,
preparación y lucha contra la contaminación por hidrocarburos,

CONVIENEN:
ARTICULO 1

Disposiciones generales
1) Las Partes se comprometen, conjunta o individualmente, a

tomar todas las medidas adecuadas, de conformidad con las disposi-
ciones del presente Convenio y de su Anexo, para prepararse y luchar
contra sucesos de contaminación por hidrocarburos.

2) El Anexo del presente Convenio constituirá parte integrante de
este y toda la referencia al presente Convenio constituirá al mismo
tiempo una referencia al anexo.

3) El presente Convenio no se aplicará a los buques de guerra ni a
las unidades navales auxiliares, ni a los buques que siendo propiedad
de un Estado o estando a su servicio, sólo presten por el momento
servicios gubernamentales de carácter no comercial. No obstante,
cada Parte se cuidará de adoptar las medidas oportunas para garantizar
que dentro de lo razonable y practicable, tales buques de propiedad o
servicio estatal actúen en consonancia con el presente Convenio, sin
que ello perjudique las operaciones o la capacidad operativa de
dichos buques.

ARTICULO 2
Definiciones

A los efectos del presente Convenio regirán las siguientes defini-
ciones:

1) Hidrocarburos: El petróleo en todas sus manifestaciones,
incluidos los crudos de petróleo, el fueloil, los fangos, los residuos
petrolíferos y los productos refinados.

2) Suceso de contaminación por hidrocarburos: Un acaecimien-
to o serie de acaecimientos del mismo origen que dé o pueda dar lugar
a una descarga de hidrocarburos y que represente o pueda representar
una amenaza para el medio marino, o el litoral o los intereses conexos
de uno o más Estados, y que exija medidas de emergencia u otra
respuesta inmediata.

3) Buque: Toda nave que opere en el medio marino, del tipo que
sea, incluidos los aliscafos, los aerodeslizadores, los sumergibles y,
los artefactos flotantes de cualquier tipo.

4) Unidad mar adentro: Toda instalación o estructura mar aden-
tro, fija o flotante, dedicada a actividades de exploración, explotación
o producción de gas o hidrocarburos, o a la carga o descarga de
hidrocarburos.

5)  Puertos marítimos e instalaciones de manipulación de
hidrocarburos: Instalaciones que presentan el riesgo de que se
produzca contaminación por hidrocarburos, e incluyen, entre otros,
puertos marítimos, terminales petroleras, oleoductos y otras insta-
laciones de manipulación de hidrocarburos.

6) Organización: La Organización Marítima Internacional.
7. Secretario General: El Secretario General de la Organización.

ARTICULO 3

Planes de emergencia en caso de contaminación
por hidrocarburos

1) a) Cada Parte exigirá que todos los buques que tengan derecho
a enarbolar su pabellón lleven a bordo un plan de emergencia en caso
de contaminación por hidrocarburos conforme a las disposiciones
aprobadas por la Organización a tal efecto*.

b) Todo buque que con arreglo al subpárrafo a) deba llevar a bordo
un plan de emergencia en caso de contaminación por hidrocarburos,
quedará sujeto, mientras se halle en un puerto o una terminal mar
adentro bajo la jurisdicción de una Parte, a inspección por los
funcionarios que dicha Parte haya autorizado debidamente, de con-
formidad con las prácticas contempladas en las acuerdos internacio-
nales vigentes** o en su legislación nacional.

2) Cada Parte exigirá que las empresas explotadoras de las unida-
des mar adentro sometidas a su jurisdicción dispongan de planes de
emergencia en caso de contaminación por hidrocarburos, coordina-
dos con los sistemas nacionales establecidos conforme a lo dispues-
to en el artículo 6 y aprobados con arreglo a los procedimientos que
determine la autoridad nacional competente.

3) Cada Parte exigirá que las autoridades y empresas a cargo de
puertos marítimos e instalaciones de manipulación de hidrocarburos
sometidos a su jurisdicción, según estime apropiado, dispongan de
planes de emergencia en caso de contaminación por hidrocarburos o
de medios similares coordinados con los sistemas nacionales esta-
blecidos conforme a lo dispuesto en el artículo 6, y aprobados con
arreglo a los procedimientos que determine la autoridad nacional
competente.

ARTICULO 4

Procedimientos de notificación de contaminación
por hidrocarburos

1) Cada Parte:

a) exigirá a los capitanes y a toda otra persona que esté a cargo de
los buques que enarbolen su pabellón, así como a las personas que
tengan a cargo una unidad mar adentro sometida a su Jurisdicción, que
notifiquen, sin demora todo evento ocurrido en sus buques o unidades
mar adentro que haya producido o sea probable que produzca una
descarga de hidrocarburos:

i) En el caso de un buque, al Estado ribereño más próximo;

ii) En el caso de una unidad mar adentro, al Estado ribereño bajo
cuya jurisdicción esté la unidad;
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b) Exigirá a los capitanes y a toda otra persona que esté a cargo de
los buques que enarbolen su pabellón, y a las personas que estén a
cargo de una unidad mar adentro sometida a su jurisdicción, que
notifiquen sin demora todo evento observado en el mar que haya
producido descargas de hidrocarburos o dé lugar a la presencia de
hidrocarburos:

i) En el caso de un buque, al Estado ribereño más próximo;
ii) En el caso de una unidad mar adentro, al Estado ribereño bajo

cuya jurisdicción esté la unidad;
c) exigirá a las personas que estén a cargo de puertos marítimos e

instalaciones de manipulación de hidrocarburos sometidos a su
jurisdicción, que notifiquen sin demora a la autoridad nacional
competente todo evento que haya producido o sea probable que
produzca una descarga de hidrocarburos o dé lugar a la presencia de
hidrocarburos;

d) Dará instrucciones a los buques o aeronaves del servicio de
inspección marítima, así como a otros servicios y funcionarios
pertinentes, para que notifiquen sin demora a la autoridad nacional
competente o, según el caso, al Estado ribereño más próximo, todo
evento observado en el mar o en un puerto marítimo o instalación de
manipulación de hidrocarburos que haya producido una descarga de
hidrocarburos o dé lugar a la presencia de hidrocarburos;

e) Pedirá a los pilotos de las aeronaves civiles que notifiquen sin
demora al Estado ribereño más próximo todo suceso observado en el
mar que haya producido una descarga de hidrocarburos o dé lugar a la
presencia de hidrocarburos.

2) Las notificaciones previstas en el párrafo 1) a) i) se efectuarán
conforme a las prescripciones elaboradas por la Organización* y
siguiendo  las directrices y principios generales aprobados por la
Organización*. Las notificaciones previstas en los párrafos 1) a) ii).
1) c) y 1) d) se efectuarán con arreglo a las directrices y principios
generales aprobados por la Organización en la medida que sea
aplicable*.

ARTICULO 5
Medidas que procede adoptar al recibir una notificación

de contaminación por hidrocarburos
1) Cuando una Parte reciba una de las notificaciones a que se hace

referencia en el artículo 4 o cualquier información sobre contamina-
ción facilitada por otras fuentes:

a) Evaluará el evento para determinar si se trata de un suceso de
contaminación por hidrocarburos;

b) Evaluará la naturaleza, magnitud y posibles consecuencias del
suceso de contaminación por  hidrocarburos; e

c) Informará a continuación sin demora a todos los Estados cuyos
intereses se vean afectados o puedan verse afectados por tal suceso
de contaminación por hidrocarburos,  acompañando:

i) Pormenores de sus estimaciones y de cualquier medida que haya
adoptado o piense adoptar para hacer frente al suceso, y

ii) Toda otra información que sea pertinente, hasta que hayan
terminado  las medidas adoptadas para hacer frente al suceso  o hasta
que dichos Estados hayan decidido una acción conjunta.

2) Cuando la gravedad del suceso de contaminación por hidrocar-
buros lo justifique, la Parte deberá facilitar a la Organización la
información a que se hace referencia en los párrafos 1) b) y 1) c)
directamente o, según proceda, a través de las organizaciones o
sistemas regionales pertinentes.

3) Cuando la gravedad de un suceso de contaminación por hidro-
carburos lo justifique, se insta a los otros Estados que se vean
afectados por él a que informen a la Organización, directamente o,
según proceda, a través de las organizaciones o sistemas regionales
pertinentes, de sus estimaciones de la amplitud de la amenaza para sus
intereses y de toda medida que hayan adoptado o piensen adoptar.

4) Las Partes deberán utilizar en la medida de lo posible el sistema
de notificación de contaminación por hidrocarburos elaborado por la
Organización* cuando intercambien información y se comuniquen
con otros Estados y con la Organización.

ARTICULO 6
Sistemas nacionales y regionales de preparación

y lucha contra la contaminación
1) Cada Parte establecerá un sistema nacional para hacer frente

con prontitud y de manera eficaz a los sucesos de contaminación por
hidrocarburos. Dicho sistema incluirá como mínimo:

a) La designación de:
i) La autoridad nacional o las autoridades nacionales competentes

responsables de la preparación y la lucha contra la contaminación por
hidrocarburos;

ii) El punto o los puntos nacionales de contacto encargados de
recibir y transmitir las notificaciones de contaminación por hidro-
carburos a que se hace referencia en el artículo 4; y

iii) Una autoridad facultada por el Estado para solicitar asistencia
o decidir prestarla;

b) Un plan nacional de preparación y lucha para contingencias que
incluya las interrelaciones de los distintos órganos que lo integren,
ya sean públicos o privados, y en el que se tengan en cuenta las
directrices elaboradas por la Organización **.

2) Además, cada Parte, con arreglo a sus posibilidades, individual-
mente o mediante la cooperación bilateral o multilateral y si procede,
en cooperación con los sectores petrolero y naviero, autoridades
portuarias y otras entidades pertinentes, establecerá lo siguiente:

a) Un nivel mínimo de equipo preemplazado de lucha contra los
derrames de hidrocarburos, en función de los riesgos previstos, y
programas para su utilización;

b) Un programa de ejercicios para las organizaciones de lucha
contra la contaminación por hidrocarburos y de formación del perso-
nal pertinente;

c) Planes pormenorizados y medios de comunicación para hacer
frente a un suceso de contaminación por hidrocarburos. Tales medios
estarán disponibles de forma permanente; y

d) Un mecanismo o sistema para coordinar la lucha contra un
suceso de contaminación por hidrocarburos, incluidos, si procede,
los medios que permitan movilizar los recursos necesarios.

3) Cada Parte se asegurará que se facilita a la Organización,
directamente o a través de la organización o sistema regional perti-
nente, información actualizada con respecto a:

a) La dirección, los datos sobre telecomunicaciones y, si procede,
las zonas de responsabilidad de las autoridades y entidades a que se
hace referencia en el párrafo 1 a);

b) El equipo de lucha contra la contaminación y los conocimientos
especializados en disciplinas relacionadas con la lucha contra la
contaminación por hidrocarburos el salvamento marítimo que puedan
ponerse a disposición de otros Estados cuando estos lo soliciten; y,

c) Su plan nacional para contingencias.
ARTICULO 7

Cooperación internacional en la lucha
contra la contaminación

1) Las Partes acuerdan que en la medida de sus posibilidades y a
reserva de los recursos pertinentes de que dispongan, cooperarán y
facilitarán servicios de asesoramiento, apoyo técnico y equipo para
hacer frente a un suceso de contaminación por hidrocarburos, cuando
la gravedad de dicho suceso lo justifique, a petición de la Parte
afectada o que pueda verse afectada. La financiación de los gastos
derivados de tal ayuda se efectuará con arreglo a lo dispuesto en el
Anexo del presente Convenio.
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2) Toda Parte que haya solicitado asistencia podrá pedir a la
Organización que ayude a determinar fuentes de financiación provi-
sional de los gastos a que se hace referencia en el párrafo l).

3) De conformidad con los acuerdos internacionales aplicables,
cada Parte adoptará las medidas de carácter jurídico o administrativo
necesarias para facilitar:

a) La llegada a su territorio, utilización y salida de los buques,
aeronaves y demás medios de transporte que participen en la lucha
contra un suceso de contaminación por hidrocarburos o que transpor-
ten el personal, mercancías, materiales y equipo necesarios para
hacer frente a dicho suceso, y

b) La entrada, salida y paso con rapidez por su territorio del
personal, mercancías, materiales y equipo a que se hace referencia en
el subpárrafo a).

ARTICULO 8

Investigación y desarrollo

1) Las Partes convienen en cooperar directamente o, según proce-
da, a través de la Organización o de las organizaciones o sistemas
regionales pertinentes, con el fin de difundir e intercambiar los
resultados de los programas de investigación y desarrollo destinados
a perfeccionar los últimos adelantos en la esfera de la preparación y
la lucha contra la contaminación por hidrocarburos, incluidas las
tecnologías y técnicas de vigilancia, contención, recuperación, dis-
persión, limpieza, y otros medios para minimizar o mitigar los
efectos de la contaminación producida por hidrocarburos, así como
las técnicas de restauración.

2) Con este fin, las Partes se comprometen a establecer directa-
mente o, según proceda, a través de la Organización o de las organi-
zaciones o sistemas regionales pertinentes, los vínculos necesarios
entre los centros e instituciones de investigación de las Partes.

3) Las Partes convienen en cooperar directamente o a través de la
Organización o de las organizaciones o sistemas regionales pertinen-
tes con el fin de fomentar, según proceda, la celebración periódica de
simposios internacionales sobre temas pertinentes, incluidos los
avances tecnológicos en técnicas y equipo de lucha contra la conta-
minación por hidrocarburos.

4) Las Partes acuerdan impulsar a través de la Organización u otras
organizaciones internacionales competentes la elaboración de nor-
mas que permitan asegurar la compatibilidad de técnicas y equipo de
lucha contra la contaminación por hidrocarburos.

ARTICULO 9

Cooperación técnica

1) Las Partes se comprometen, directamente o a través de la
Organización y otros organismos internacionales, según proceda, en
lo que respecta a la preparación y la lucha contra la contaminación por
hidrocarburos, a facilitar a las Partes que soliciten asistencia técnica,
apoyo destinado a:

a) La formación de personal;

b) Garantizar la disponibilidad de tecnologías, equipo, e instala-
ciones pertinentes;

c) Facilitar la adopción de otras medidas y disposiciones para
prepararse y luchar contra los sucesos de contaminación por hidro-
carburos;

d) Iniciar programas conjuntos de investigación y desarrollo.

2) Las Partes se comprometen a cooperar activamente, con arre-
glo a sus legislaciones, reglamentos y políticas nacionales, en la
transferencia de tecnología relacionada con la preparación y la lucha
contra la contaminación por hidrocarburos.

ARTICULO 10

Fomento de la cooperación bilateral y multilateral

para la preparación y la lucha contra la contaminación

Las Partes procurarán establecer acuerdos bilaterales o
multilaterales para la preparación y la lucha contra la contamina-
ción por hidrocarburos. Del texto de dichos acuerdos se enviarán
copias a la Organización, que las pondrá a disposición de todas las
Partes que lo soliciten.

ARTICULO 11

Relación con otros convenios y acuerdos internacionales

Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se interpretará en
el sentido de que modifica los derechos u obligaciones adquiridos
por las Partes en virtud de otros convenios o acuerdos internacio-
nales.

ARTICULO 12

Disposiciones institucionales

1) Las Partes designan a la Organización, a reserva de su consen-
timiento y de la disponibilidad de recursos suficientes que permitan
mantener la actividad, para realizar las siguientes funciones y
actividades:

a) Servicios de información:

i) Recibir, cotejar y distribuir, previa solicitud, la información
facilitada por las Partes (véanse, por ejemplo, los artículos 5 2), 5
3), 6 3) y 10) y la información pertinente de otras fuentes, y

ii) Prestar asistencia para determinar fuentes de financiación
provisional de los gastos (véase, por ejemplo, el artículo 7 2));

b) Educación y formación:

i) Fomentar la formación en el campo de la preparación y la lucha
contra la contaminación por hidrocarburos (véase, por ejemplo, el
artículo 9), y

ii) Fomentar la celebración de simposios internacionales (véa-
se, por ejemplo, el artículo 8 3));

c) Servicios técnicos:

i) Facilitar la cooperación en las actividades de investigación y
desarrollo (véanse, por ejemplo, los artículos 8 l), 8 2), 8 4) y 9 1) d));

ii) Facilitar asesoramiento a los Estados que vayan a establecer
medios nacionales o regionales de lucha contra la contaminación,
y

iii) Analizar la información facilitada por las Partes (véanse, por
ejemplo, los artículos 5 2), 5 3), 5 4), 6 3) y, 8 l)) y, la información
pertinente de otras fuentes y dar asistencia o proporcionar informa-
ción a los Estados;

d) Asistencia técnica:

i) Facilitar la prestación de asistencia técnica a los Estados que
vayan a establecer medios nacionales o regionales de lucha contra
la contaminación, y

ii) Facilitar la prestación de asistencia técnica y asesoramiento
a los Estados que lo soliciten y que se enfrenten a sucesos impor-
tantes de contaminación por hidrocarburos.

2) Al llevar a cabo las actividades que se especifican en el
presente artículo, la Organización procurará reforzar la capacidad
de los Estados, individualmente o a través de sistemas regionales,
para la preparación y la lucha contra los sucesos de contaminación,
aprovechando la experiencia de los Estados y los acuerdos regiona-
les y del sector industrial, y tendrá particularmente en cuenta las
necesidades de los países en desarrollo.
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3) Las disposiciones del presente artículo serán implantadas de
conformidad con un programa que la Organización elaborará y
mantendrá sometido a examen.

ARTICULO 13
Evaluación del Convenio

Las Partes evaluarán, en el marco de la Organización, la eficacia
del Convenio a la vista de sus objetivos, especialmente con respecto
a los principios subyacentes de cooperación y asistencia.

ARTICULO 14
Enmiendas

1) El presente Convenio podrá ser enmendado por uno de los
procedimientos expuestos a continuación.

2) Enmienda previo examen por la Organización:
a) Toda enmienda propuesta por una Parte en el Convenio será

remitida a la Organización y distribuida por el Secretario General a
todos los Miembros de la Organización y todas las Partes por lo
menos seis meses antes de su examen;

b) toda enmienda propuesta y distribuida como se acaba de indicar
será remitida al Comité de Protección del Medio Marino de la
Organización para su examen;

c) Las Partes en el Convenio, sean o no Miembros de la Organiza-
ción, tendrán derecho a participar en las deliberaciones del Comité
de Protección del Medio Marino;

d) Las enmiendas serán aprobadas por una mayoría de dos tercios
exclusivamente de las Partes en el Convenio presentes y votantes;

e) Si fueran aprobadas de conformidad con lo dispuesto en el
subpárrafo, d), las enmiendas serán comunicadas por el Secretario
General a todas las Partes en el Convenio para su aceptación;

f) i) Toda enmienda a un artículo o al Anexo del Convenio se
considerará aceptada a partir de la fecha en que la hayan aceptado dos
tercios de las Partes;

ii) Toda enmienda a un apéndice se considerará aceptada al
término de un plazo no menor de 10 meses, que determinará el
Comité de Protección del Medio Marino en el momento de su
aprobación, salvo que, dentro de ese plazo, un tercio cuando menos
de las Partes comuniquen al Secretario General que ponen una
objeción;

g) i) Toda enmienda a un artículo o al Anexo del Convenio aceptada
de conformidad con lo dispuesto en el subpárrafo f) i) entrará en vigor
seis meses después de la fecha en que se considere que ha sido
aceptada con respecto a las Partes que hayan notificado al Secretario
General que la han aceptado;

ii) Toda enmienda a un apéndice aceptada de conformidad con lo
dispuesto en el subpárrafo f) ii) entrará en vigor seis meses después
de la fecha en que se considere que ha sido aceptada con respecto a
todas las Partes salvo las que, con anterioridad a dicha fecha, hayan
comunicado al Secretario General que ponen una objeción. Las
Partes podrán en cualquier momento retirar la objeción que hayan
puesto anteriormente remitiendo al Secretario General una notifica-
ción por escrito a tal efecto.

3) Enmienda mediante una conferencia:
a) A solicitud de cualquier Parte con la que se muestre conforme

un tercio cuando menos de las Partes, el Secretario General convo-
cará una conferencia de Partes en el Convenio para examinar enmien-
das al Convenio;

b) Toda enmienda aprobada en tal conferencia por una mayoría de
dos tercios de las Partes presentes y votantes será comunicada por el
Secretario General a todas las Partes para su aceptación;

c) Salvo que la conferencia decida otra cosa, se considerará que la
enmienda ha sido aceptada y entrará en vigor de conformidad con los
procedimientos estipulados en los apartados f) y g) del párrafo 2).

4) Para la aprobación y entrada en vigor de una enmienda consis-
tente en la adición de un anexo o de un apéndice se seguirá el mismo
procedimiento que para la enmienda del Anexo.

5) Toda Parte que no haya aceptado una enmienda a un artículo o
al Anexo de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 2) f) i) o una
enmienda consistente en la adición de un anexo o un apéndice de
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 4) o que haya comunicado
que pone objeciones a una enmienda a un apéndice en virtud de lo
dispuesto en el párrafo 2) f) ii), será considerada como no Parte por
lo que se refiere exclusivamente a la aplicación de esa enmienda, y
seguirá considerada como tal hasta que remita la notificación por
escrito de aceptación o de retirada de la objeción a que se hace
referencia en los párrafos 2) f) i) y 2) g) ii).

6) El Secretario General informará a todas las Partes de toda
enmienda que entre en vigor en virtud de lo dispuesto en el presente
artículo, así como de la fecha de entrada en vigor.

7) Toda notificación de aceptación o de objeción a una enmienda
o de retirada de la objeción en virtud del presente artículo será
dirigida por escrito al Secretario General, quien informará a las
Partes de que se ha recibido tal notificación y de la fecha en que fue
recibida.

8) Todo apéndice del Convenio contendrá solamente disposicio-
nes de carácter técnico.

ARTICULO 15
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1) El presente Convenio estará abierto a la firma, en la sede de la
Organización, desde el 30 de noviembre de 1990 hasta el 29 de
noviembre de 1991 y posteriormente seguirá abierto a la adhesión.
Los Estados podrán constituirse en Partes en el presente Convenio
mediante:

a) Firma sin reserva en cuanto a ratificación, aceptación o aproba-
ción; o

b) Firma a reserva de ratificación, aceptación o aprobación, segui-
da de ratificación, aceptación o aprobación; o

c) Adhesión.
2) La ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se efectua-

rán depositando ante el Secretario General el instrumento que proce-
da.

ARTICULO 16
Entrada en vigor

1) El presente Convenio entrará en vigor doce meses después de
la fecha en que por lo menos quince Estados lo hayan firmado sin
reserva en cuanto a ratificación, aceptación o aprobación o hayan
depositado los pertinentes instrumentos de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 15.

2) Para los Estados que hayan depositado un instrumento de
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión respecto del presen-
te Convenio una vez satisfechos los requisitos para la entrada en vigor
de este, pero antes de la fecha de entrada en vigor, la ratificación,
aceptación, aprobación o adhesión surtirán efecto en la fecha de
entrada en vigor del presente Convenio o tres meses después de la
fecha en que haya sido depositado el instrumento pertinente, si esta
es posterior.

3) Para los Estados que hayan depositado un instrumento de
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión con posterioridad a
la fecha de entrada en vigor del presente Convenio, este comenzará
a regir tres meses después de la fecha en que fue depositado el
instrumento pertinente.

4) Todo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o
adhesión depositado con posterioridad a la fecha en que se haya
considerado aceptada una enmienda al presente Convenio en virtud
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del artículo 14, se considerará referido al Convenio en su forma
enmendada.

ARTICULO 17
Denuncia

1) El presente Convenio podrá ser denunciado por cualquier Parte
en cualquier momento posterior a la expiración de un plazo de cinco
años a contar de la fecha en que el presente Convenio haya entrado en
vigor para dicha Parte.

2) La denuncia se efectuará mediante notificación por escrito
dirigida al Secretario General.

3) La denuncia surtirá efecto transcurridos doce meses a partir de
la recepción, por parte del Secretario General, de la notificación de
denuncia, o después de la expiración de cualquier otro plazo más
largo que se fije en dicha notificación.

ARTICULO 18
Depositario

1) El presente Convenio será depositado ante el Secretario Gene-
ral.

2) El Secretario General:
a) informará a todos los Estados que hayan firmado el Convenio o

se hayan adherido al mismo de:
i) Cada nueva firma y cada nuevo depósito de instrumento de

ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, y de la fecha en que
se produzca;

ii) La fecha de entrada en vigor del presente Convenio, y
iii) Todo depósito de un instrumento de denuncia del presente

Convenio y de la fecha en que se recibió dicho instrumento, así como
de la fecha en que la denuncia surta efecto;

b) Remitirá copias auténticas certificadas del presente Convenio
a los Gobiernos de todos los Estados que lo hayan firmado, o se hayan
adherido al mismo.

3) Tan pronto como el presente Convenio entre en vigor, el
depositario remitirá una copia auténtica certificada del mismo al
Secretario General de las Naciones Unidas a efectos de registro y
publicación, de conformidad con el Artículo 102 de la Carta de las
Naciones Unidas.

ARTICULO 19
Idiomas

El presente Convenio está redactado en un solo ejemplar en los
idiomas árabe, chino, español, francés, inglés y ruso, siendo cada uno
de estos textos igualmente auténticos.

EN FE DE LO CUAL los infrascritos*, debidamente autorizados
al efecto por sus respectivos Gobiernos, firman el presente Conve-
nio.

HECHO EN Londres el día treinta de noviembre de mil novecien-
tos noventa.

ANEXO
REEMBOLSO DE LOS GASTOS DE ASISTENCIA

1) a) A menos que se haya establecido un acuerdo de carácter
bilateral o multilateral sobre las disposiciones financieras que rigen
las medidas adoptadas por las Partes para hacer frente a un suceso de
contaminación por hidrocarburos antes de que se produzca este, las
Partes sufragarán los gastos de sus respectivas medidas de lucha
contra la contaminación de conformidad con lo dispuesto en los
incisos i) o ii);

i) Si las medidas han sido adoptadas por una Parte a petición
expresa de otra Parte, la parte peticionaria reembolsará los gastos de
las mismas a la Parte que prestó asistencia. La Parte peticionaria
podrá anular su petición en cualquier momento, pero si lo hace
sufragará los gastos que ya haya realizado o comprometido la Parte
que prestó asistencia;

ii) Si las medidas han sido adoptadas por iniciativa propia de una
Parte, esta  sufragará los gastos; de tales medidas;

b) Los principios indicados en el subpárrafo a) serán aplicables,
a menos que las Partes interesadas acuerden otra cosa en casos
concretos.

2) Salvo que exista otro tipo de acuerdo, los gastos de las medidas
adoptadas por una Parte a petición de otra Parte se calcularán
equitativamente con arreglo a la legislación y la práctica vigente de
la Parte que preste asistencia en lo que se refiere al reembolso de
tales gastos.

3) La Parte que solicitó la asistencia y la Parte que la prestó
cooperarán, llegado el caso, para llevar a término cualquier acción
que responda a una reclamación de indemnización. Con ese fin,
tendrán debidamente en cuenta los regímenes jurídicos existentes.
Cuando la acción así concluida no permita la plena indemnización de
los gastos ocasionados por la operación de asistencia, la Parte que
solicitó la asistencia podrá pedir a la Parte que la prestó que renuncie
al cobro de los gastos que no haya cubierto la indemnización o que
reduzca los gastos calculados de conformidad con el párrafo 2).
También podrá pedir el aplazamiento del cobro. Al considerar esa
petición, las Partes que prestaron asistencia tendrán debidamente en
cuenta las necesidades de los países en desarrollo.

4) Las disposiciones del presente Convenio no se interpretarán en
modo alguno en detrimento de los derechos de las Partes a reclamar
a terceros los gastos ocasionados por las medidas adoptadas para
hacer frente a la contaminación, o a la amenaza de contaminación, en
virtud de otras disposiciones y reglas aplicables del derecho nacional
o internacional. Se prestará especial atención al Convenio Interna-
cional sobre responsabilidad civil nacida de daños debidos a contami-
nación por hidrocarburos, 1969, y al Convenio Internacional sobre la
constitución de un fondo internacional de indemnización de daños
debidos a contaminación por hidrocarburos, 1971, o a cualquier
enmienda posterior a dichos convenios.
PROTOCOLO SOBRE COOPERACION, PREPARACION Y LU-
CHA CONTRA LOS SUCESOS DE CONTAMINACION POR SUS-
TANCIAS NOCIVAS Y POTENCIALMENTE PELIGROSAS, 2000

LAS PARTES EN EL PRESENTE PROTOCOLO,
SIENDO PARTES en el Convenio Internacional sobre coopera-

ción, preparación y lucha contra la contaminación por hidrocarburos,
hecho en Londres el 30 de noviembre de 1990,

TENIENDO EN CUENTA la Resolución 10, relativa a la amplia-
ción del ámbito de aplicación del Convenio Internacional sobre
cooperación, preparación y lucha contra la contaminación por hidro-
carburos, 1990, de modo que comprenda las sustancias nocivas y
potencialmente peligrosas, aprobada por la Conferencia sobre co-
operación internacional para la preparación y la lucha contra la
contaminación por hidrocarburos, 1990,

TENIENDO EN CUENTA ASI MISMO, que de conformidad  con
la Resolución 10 de la Conferencia sobre cooperación internacional
para la preparación y la lucha contra la contaminación por hidrocar-
buros, 1990, la Organización Marítima Internacional ha intensifica-
do su labor, en colaboración con todas las organizaciones internacio-
nales interesadas, en los diversos aspectos de la cooperación, prepa-
ración y lucha contra los sucesos de contaminación por sustancias
nocivas y potencialmente peligrosas,

TENIENDO PRESENTE el principio de que “el que contamina
paga” como principio general de derecho ambiental internacional,

CONSCIENTES de que se está elaborando una estrategia para
incorporar el planteamiento preventivo a las políticas de la Organiza-
ción Marítima Internacional,
––––––––

* Se omiten las firmas.
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CONSCIENTES ASI MISMO, de que si se produce un suceso de
contaminación por sustancias nocivas y potencialmente peligrosas,
es esencial tomar medidas rápidas y eficaces para reducir al mínimo
los daños que pueda ocasionar dicho suceso,

CONVIENEN:
ARTICULO 1

Disposiciones generales
Las Partes se comprometen conjunta o individualmente, a tomar

todas las medidas adecuadas, de conformidad con las disposiciones
del presente Protocolo y de su anexo, para prepararse y luchar contra
los sucesos de contaminación por sustancias nocivas y potencial-
mente peligrosas.

2) El Anexo del presente Protocolo constituirá parte integrante de
este y toda referencia al presente Protocolo constituirá al mismo
tiempo una referencia al Anexo.

3) El presente Protocolo no se aplicará a los buques de guerra ni
a las unidades navales,  auxiliares, ni a los buques que, siendo
propiedad de un Estado o estando a su servicio, sólo presten por el
momento servicios gubernamentales de carácter no comercial. No
obstante, cada Parte se cuidará de adoptar las medidas oportunas para
garantizar que, dentro de lo razonable y practicable, tales buques de
propiedad o servicio estatal actúen en consonancia con el presente
Protocolo, sin que ello perjudique las operaciones o la capacidad
operativa de dichos buques.

ARTICULO 2
Definiciones

A los efectos del presente Protocolo regirán las siguientes defi-
niciones:

1) Suceso de contaminación por sustancias nocivas y potencial-
mente peligrosas (en adelante denominado “suceso de contamina-
ción”: Todo acaecimiento o serie de acaecimientos del mismo
origen, incluidos un incendio o una explosión, que dé o pueda dar
lugar a una descarga, escape o emisión de sustancias nocivas y
potencialmente peligrosas, y que represente o pueda representar una
amenaza para el medio marino, el litoral o los intereses conexos de
uno o más Estados, y que exija medidas de emergencia u otra
respuesta inmediata.

2) Sustancias nocivas y potencialmente peligrosas: Toda sus-
tancia distinta de los hidrocarburos cuya introducción en el medio
marino pueda ocasionar riesgos para la salud humana, dañar los
recursos vivos y la flora y fauna marinas, menoscabar los alicientes
recreativos o entorpecer otros usos legítimos del mar.

3) Puertos marítimos e instalaciones de manipulación de sus-
tancias nocivas y potencialmente peligrosas: Puertos o instalacio-
nes en los que los buques cargan o descargan tales sustancias.

4) Organización: La Organización Marítima Internacional.
5) Secretario General: El Secretario General de la Organización.
6) Convenio de Cooperación: El Convenio Internacional sobre

cooperación, preparación y lucha contra la contaminación por hidro-
carburos, 1990.

ARTICULO  3
Planes de emergencia y notificación

1) Cada Parte exigirá que todos los buques que tengan derecho a
enarbolar su pabellón lleven a bordo un plan de emergencia para
sucesos de contaminación y que los capitanes u otras personas que
estén a cargo de tales buques observen procedimientos de notifica-
ción en la medida requerida. Tanto el plan de emergencia como los
procedimientos de notificación serán conformes con las disposicio-
nes aplicables de los convenios elaborados por la Organización que
hayan entrado en vigor para dicha Parte. La cuestión de los planes de
emergencia de a bordo para sucesos de contaminación para unidades
mar adentro, incluidas las instalaciones flotantes de producción,

almacenamiento y descarga de hidrocarburos y las unidades flotantes
de almacenamiento, debería quedar adecuadamente resuelta en las
disposiciones nacionales o en los sistemas de gestión ambiental de
las compañías y queda excluida del ámbito de aplicación del presente
artículo.

2) Cada Parte exigirá que las autoridades o empresas a cargo de
puertos marítimos e instalaciones de manipulación de sustancias
nocivas y potencialmente peligrosas sometidas a su jurisdicción,
según estime apropiado, dispongan de planes de emergencia en caso
de sucesos de contaminación o de medios similares para las sustan-
cias nocivas y potencialmente peligrosas que estime apropiados,
coordinados con el sistema nacional establecido conforme a lo
dispuesto en el artículo 4 y aprobados con arreglo a los procedimien-
tos que determine la autoridad nacional competente.

3) Cuando las autoridades competentes de una Parte se enteren de
un suceso de contaminación, lo notificarán a otros Estados cuyos
intereses puedan verse afectados por dicho suceso.

ARTICULO 4
Sistemas nacionales y regionales de preparación

y lucha contra la contaminación

1) Cada Parte establecerá un sistema nacional para hacer frente
con prontitud y de manera eficaz a los sucesos de contaminación.
Dicho sistema incluirá como mínimo:

a) La designación de:
i) La autoridad o autoridades nacionales competentes responsa-

bles de la preparación y la lucha contra sucesos de contaminación;
ii) El punto o puntos nacionales de contacto, y
iii) Una autoridad facultada por el Estado para solicitar asistencia

o decidir prestarla;
b) Un plan nacional de preparación y lucha para contingencias que

incluya las interrelaciones de los distintos órganos que lo integren,
ya sean públicos o privados, y en el que se tengan en cuenta las
directrices elaboradas por la Organización.

2) Además, cada Parte, con arreglo a sus posibilidades, individual-
mente o mediante la cooperación bilateral o multilateral y, si proce-
de, en colaboración con el sector naviero y el sector de las sustancias
nocivas y potencialmente peligrosas, las autoridades portuarias y
otras entidades pertinentes, establecerá:

a) El equipo mínimo, previamente emplazado, para hacer frente a
sucesos de contaminación en función de los riegos previstos, y
programas para su utilización;

b) Un programa de ejercicios y de formación del personal pertinente
para las organizaciones de lucha contra sucesos de contaminación;

c) Planes pormenorizados y medios de comunicación para hacer
frente a sucesos de contaminación. Tales medios deberían estar
disponibles de forma permanente, y

d) Un mecanismo o sistema para coordinar la lucha contra sucesos
de contaminación, incluidos, si procede, los medios que permitan
movilizar los recursos necesarios.

3) Cada Parte se asegurará de que se facilita a la Organización
directamente o a través de la organización o sistema regional perti-
nente, información actualizada con respecto a:

a) La dirección, los datos sobre telecomunicaciones y, si procede,
las zonas de responsabilidad de las autoridades y entidades a que se
hace referencia en el párrafo 1) a);

b) El equipo de lucha contra la contaminación y los servicios de
expertos en disciplinas relacionadas con la lucha contra sucesos de
contaminación y el salvamento marítimo que puedan ponerse a
disposición de otros Estados cuando estos lo soliciten, y

c) Su plan nacional para contingencias.
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ARTICULO 5
Cooperación internacional en la lucha

contra la contaminación
1) Las Partes acuerdan que, en la medida de sus posibilidades y a

reserva de los recursos pertinentes de que dispongan, cooperarán y
facilitarán servicios de asesoramiento, apoyo técnico y equipo para
hacer frente a un suceso de contaminación, cuando la gravedad de tal
suceso lo justifique, a petición de la Parte afectada o que pueda verse
afectada. La financiación de los gastos derivados de tal asistencia se
efectuará con arreglo a lo dispuesto en el Anexo del presente
Protocolo.

2) Toda Parte que haya solicitado asistencia podrá pedir a la
Organización que ayude a determinar fuentes de financiación provi-
sional de los gastos a que se hace referencia en el párrafo 1).

3) De conformidad con los acuerdos internacionales aplicables,
cada Parte adoptará las medidas de carácter jurídico o administrativo
necesarias para facilitar:

a) La llegada a su territorio, la utilización dentro de esta y la salida
de su territorio de los buques, aeronaves y demás medios de transpor-
te que participen en la lucha contra un suceso de contaminación o que
transporten el personal, los cargamentos, los materiales y el equipo
necesarios para hacer frente a dicho suceso, y

b) La entrada, salida y paso con rapidez por su territorio del
personal, los cargamentos, los materiales y el equipo a que se hace
referencia en el apartado a).

ARTICULO 6
Investigación y desarrollo

1) Las Partes convienen en cooperar directamente o a través de
la Organización o de las organizaciones o sistemas regionales
pertinentes, según proceda, con el fin de difundir e intercambiar los
resultados de los programas de investigación y desarrollo destina-
dos a perfeccionar los últimos adelantos en la esfera de la prepara-
ción y la lucha contra -sucesos de contaminación, incluidas las
tecnologías y técnicas de vigilancia, contención, recuperación,
dispersión, limpieza, y otros medios para minimizar o mitigar los
efectos de los sucesos de contaminación, así como las técnicas de
restauración.

2) Con este fin, las Partes se comprometen a establecer directa-
mente o a través de la Organización o de las organizaciones o
sistemas regionales pertinentes, según procedan los vínculos nece-
sarios entre los centros e instituciones de investigación de las Partes.

3) Las Partes convienen en cooperar directamente o a través de la
Organización o de las organizaciones o sistemas regionales pertinen-
tes, según proceda, con el fin de fomentar la celebración periódica de
simposios internacionales sobre temas pertinentes, incluidos los
avances tecnológicos en técnicas y equipo para hacer frente a suce-
sos de contaminación.

4) Las Partes acuerdan impulsar a través de la Organización u otras
organizaciones internacionales competentes la elaboración de nor-
mas que permitan asegurar la compatibilidad de las técnicas y el
equipo de lucha contra la contaminación por sustancias nocivas y
potencialmente peligrosas.

ARTICULO 7
Cooperación técnica

1) Las Partes se comprometen, directamente o a través de la
Organización y otros organismos internacionales, según proceda, en
lo que respecta a la preparación y la lucha contra sucesos de conta-
minación, a facilitar a las Partes que soliciten asistencia técnica,
apoyo destinado a:

a) Formar personal;
b) Garantizar la disponibilidad de tecnologías, equipo, e instala-

ciones pertinentes;

c) Facilitar la adopción de otras medidas y disposiciones para
prepararse y luchar contra los sucesos de contaminación, y

d) Iniciar programas conjuntos de investigación y desarrollo.
2) Las Partes se comprometen a cooperar activamente, con arre-

glo a sus legislaciones, reglamentos, y políticas nacionales, en la
transferencia de tecnología relacionada con la preparación y la lucha
contra sucesos de contaminación.

ARTICULO 8
Fomento de la cooperación bilateral y multilateral

para la preparación y la lucha contra la contaminación
Las Partes procurarán establecer acuerdos bilaterales o

multilaterales para la preparación y la lucha contra sucesos de
contaminación. Del texto de dichos acuerdos se enviarán copias a la
Organización, quien las pondrá a disposición de todas las Partes que
lo soliciten.

ARTICULO 9
Relación con otros convenios y acuerdos

Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo se interpretará en
detrimento de los derechos u obligaciones adquiridos por las Partes
en virtud de otros convenios o acuerdos internacionales.

ARTICULO 10
Disposiciones institucionales

1) Las Partes designan a la Organización, a reserva de su consen-
timiento y de la disponibilidad de recursos suficientes que permitan
mantener la actividad, para realizar las siguientes funciones y activi-
dades:

a) Servicios de información:
i) Recibir, cotejar y distribuir, previa solicitud, la información

facilitada por las Partes y la información pertinente facilitada por
otras fuentes, y

ii) Prestar asistencia para determinar fuentes de financiación
provisional de los gastos;

b) Educación y formación:
i) Fomentar la formación en el campo de la preparación y la lucha

contra los sucesos de contaminación, y
ii) Fomentar la celebración de simposios internacionales;
c) Servicios técnicos:
i) Facilitar la cooperación en las actividades de investigación y

desarrollo;
ii) Facilitar asesoramiento a los Estados que vayan a establecer

medios nacionales o regionales de lucha contra la contaminación, y
iii) Analizar la información facilitada por las Partes y la informa-

ción pertinente facilitada por otras fuentes y prestar asistencia o
proporcionar información a los Estados;

d) Asistencia técnica:
i) Facilitar la prestación de asistencia técnica a los Estados que

vayan a establecer medios nacionales o regionales de lucha contra la
contaminación, y

ii) Facilitar la prestación de asistencia técnica, asesoramiento a
petición de los Estados que tengan que hacer frente a sucesos
importantes de contaminación.

2) Al llevar a cabo las actividades que se especifican en el presente
artículo, la Organización procurará reforzar la capacidad de los
Estados, individualmente o a través de sistemas regionales, para la
preparación y la lucha contra sucesos de contaminación, aprovechan-
do la experiencia de los Estados, los acuerdos regionales y las
disposiciones tomadas por el sector, y tendrá particularmente en
cuenta las necesidades de los países en desarrollo.

3) Las disposiciones del presente artículo se implantarán de
conformidad con un programa que elaborará y mantendrá continua-
mente sometido a examen la Organización.
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ARTICULO 11
Evaluación del Protocolo

Las Partes evaluarán, en el marco de la Organización, la eficacia
del Protocolo a la vista de sus objetivos, especialmente con respecto
a los principios subyacentes a la cooperación y la asistencia.

ARTICULO 12
Enmiendas

1) El presente Protocolo podrá ser enmendado por uno de los
procedimientos expuestos a continuación.

2) Enmienda previo examen por la Organización:
a) Toda enmienda propuesta por una Parte en el Protocolo será

remitida a la Organización y distribuida por el Secretario General a
todos los Miembros de la Organización y todas las Partes por lo
menos seis meses antes de su examen;

b) Toda enmienda propuesta y distribuida como se acaba de indicar
será remitida al Comité de Protección del Medio Marino de la
Organización para su examen;

c) Las Partes en el Protocolo, sean o no Miembros de la Organi-
zación, tendrán derecho a participar en las deliberaciones del Comité
de Protección del Medio Marino;

d) Las enmiendas serán aprobadas por una mayoría de dos tercios
de las Partes en el Protocolo presentes y votantes;

e) Si fueran aprobadas de conformidad con lo dispuesto en el
apartado d), las enmiendas serán comunicadas por el Secretario
General a todas las Partes en el Protocolo para su aceptación;

f) i) Toda enmienda a un artículo o al anexo del Protocolo se
considerará aceptada a partir de la fecha en que dos tercios de las
Partes hayan notificado al Secretario General que la han aceptado;

ii) Toda enmienda a un apéndice se considerará aceptada al térmi-
no, de un plazo, no inferior a 10 meses, que determinará el Comité de
Protección del Medio Marino en el momento de su aprobación, de
conformidad con lo dispuesto en el apartado d), salvo que en ese plazo
un tercio al menos de las Partes comuniquen una objeción al Secre-
tario General;

g) i) Toda enmienda a un artículo o al Anexo del Protocolo
aceptada de conformidad con lo dispuesto en el apartado f) i) entrará
en vigor seis meses después de la fecha en que se considere que ha
sido aceptada con respecto a las Partes que hayan notificado al
Secretario General que la han aceptado;

ii) Toda enmienda a un apéndice aceptada de conformidad con lo
dispuesto en el apartado f) ii) entrará en vigor seis meses después de
la fecha en que se considere que ha sido aceptada con respecto a todas
las Partes salvo las que, con anterioridad a dicha fecha, hayan comu-
nicado una objeción. Las Partes podrán en cualquier momento retirar
la objeción que hayan comunicado anteriormente, presentando al
Secretario General una notificación a tal efecto.

3) Enmienda mediante una conferencia:
a) A solicitud de cualquier Parte con la que se muestre conforme

un tercio cuando menos de las Partes, el Secretario General convo-
cará una conferencia de Partes en el Protocolo para examinar en-
miendas al Protocolo;

b) Toda enmienda aprobada en tal conferencia por una mayoría de
dos tercios de las Partes presentes y votantes será comunicada por el
Secretario General a todas las Partes para su aceptación;

c) Salvo que la conferencia decida otra cosa, la enmienda se
considerará aceptada y entrará en vigor de conformidad con los
procedimientos estipulados en los apartados f) y g) del párrafo 2).

4) Para la aprobación y entrada en vigor de una enmienda consis-
tente en la adición de un Anexo o de un apéndice se seguirá el mismo
procedimiento que para la enmienda del Anexo.

5) Toda Parte que:
a) No haya aceptado una enmienda a un artículo o al Anexo de

conformidad con lo dispuesto en el párrafo 2) f) i); o
b) No haya aceptado una enmienda consistente en la adición de un

anexo o un apéndice de conformidad con lo dispuesto en el párrafo
4), o

c) Haya comunicado una objeción a una enmienda de un apéndice
en virtud de lo dispuesto en el párrafo 2) f) ii).

Será considerada como no Parte por lo que se refiere exclusiva-
mente a la aplicación de esa enmienda y seguirá siendo considerada
como tal hasta que presente la notificación de aceptación o de
retirada de la objeción a que se hace referencia en los párrafos 2) f)
i) y 2) g) ii), respectivamente.

6) El Secretario General notificará a todas las Partes cualquier
enmienda que entre en vigor en virtud de lo dispuesto en el presente
artículo, así como la fecha de su entrada en vigor.

7) Toda notificación de aceptación, de objeción o de retirada de
una objeción a una enmienda en virtud del presente artículo será
dirigida por escrito al Secretario General, quien comunicará a las
Partes dicha notificación y la fecha en que fue recibida.

8) Los apéndices del Protocolo contendrán solamente disposi-
ciones de carácter técnico.

ARTICULO 13
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1) El presente Protocolo estará abierto a la firma, en la sede de la
Organización, desde el 15 de marzo de 2000 hasta el 14 de marzo de
2001 y posteriormente seguirá abierto a la adhesión. Los Estados
Partes en el Convenio de Cooperación podrán constituirse en Partes
en el presente Protocolo mediante:

a) Firma sin reserva en cuanto a ratificación, aceptación o aproba-
ción; o

b) Firma a reserva de ratificación, aceptación o aprobación, segui-
da de ratificación, aceptación o aprobación, o

c) Adhesión.
2) La ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se efectua-

rán depositando ante el Secretario General el instrumento pertinente.
ARTICULO 14

Estados con más de un régimen jurídico

1) Todo Estado Parte en el Convenio de Cooperación integrado
por dos o más unidades territoriales en las que sea aplicable un
régimen jurídico distinto en relación con las materias objeto del
presente Protocolo podrá declarar en el momento de dar su firma,
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión al mismo que el
presente Protocolo será aplicable a todas sus unidades territoriales,
o sólo a una o varias de ellas a las que se aplique también el Convenio
de Cooperación, y podrá en cualquier momento sustituir por otra su
declaración original.

2) Esa declaración se notificará por escrito al depositario y en ella
se hará constar expresamente a qué unidad o unidades territoriales
será aplicable el Protocolo. Cuando se trate de una sustitución, en la
declaración se hará constar expresamente a qué otra unidad o unida-
des territoriales se aplicará el Protocolo y la fecha en que surtirá
efecto tal aplicación.

ARTICULO 15
Entrada en vigor

1) El presente Protocolo entrará en vigor doce meses después de
la fecha en que por lo menos quince Estados lo hayan firmado sin
reserva en cuanto a ratificación, aceptación o aprobación o hayan
depositado los pertinentes instrumentos de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 13.
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2) Para los Estados que hayan depositado un instrumento de
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión respecto del presen-
te Protocolo una vez satisfechos los requisitos para la entrada en
vigor de este, pero antes de la fecha de entrada en vigor, la ratifica-
ción, aceptación, aprobación o adhesión surtirán efecto en la fecha de
entrada en vigor del presente Protocolo o tres meses después de la
fecha en que haya sido depositado el instrumento pertinente, si esta
es posterior.

3) Para los Estados que hayan depositado un instrumento de
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión con posterioridad a
la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo, este comenzará
a regir tres meses después de la fecha en que haya sido depositado el
instrumento pertinente.

4) Todo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o
adhesión depositado con posterioridad a la fecha en que se haya
considerado aceptada una enmienda al presente Protocolo en virtud
del artículo 12, se referirá al presente Protocolo enmendado.

ARTICULO 16
Denuncia

1) El presente Protocolo podrá ser denunciado por cualquier Parte
en cualquier momento posterior a la expiración de un plazo de cinco
años a contar de la fecha en que el presente Protocolo haya entrado
en vigor para dicha Parte.

2) La denuncia se efectuará mediante notificación por escrito
dirigida al Secretario General.

3) La denuncia surtirá efecto doce meses después de la recepción
por el Secretario General de la notificación de denuncia, o cuando
expire cualquier otro plazo más largo que se indique en dicha
notificación.

4) Toda Parte que denuncie el Convenio de Cooperación denuncia-
rá también automáticamente el Protocolo.

ARTICULO 17
Depositario

1) El presente Protocolo será depositado ante el Secretario General.
2) El Secretario General:
a) Notificará a todos los Estados que hayan firmado el presente

Protocolo o se hayan adherido al mismo:
i) Cada nueva firma y cada nuevo depósito de instrumento de

ratificación, aceptación, aprobación o adhesión y la fecha en que se
produzca;

ii) Toda declaración hecha en virtud del artículo  14;
iii) La fecha de entrada en vigor del presente Protocolo, y
iv) El depósito de cualquier instrumento de denuncia del presente

Protocolo y la fecha en que se recibió dicho instrumento, así como
la fecha en que la denuncia surta efecto;

b) Remitirá copias auténticas certificadas del presente Protocolo
a los Gobiernos de todos los Estados que lo hayan firmado o se hayan
adherido al mismo.

3) Tan pronto como el presente Protocolo entre en vigor, el
depositario remitirá una copia auténtica certificada del mismo al
Secretario General de las Naciones Unidas a efectos de registro y
publicación, de conformidad con el Artículo 102 de la Carta de las
Naciones Unidas.

ARTICULO 18
Idiomas

El presente Protocolo está redactado en un solo ejemplar en los
idiomas árabe, chino, español, francés, inglés y ruso, siendo cada uno
de estos textos igualmente auténtico.

EN FE DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados al
efecto por sus respectivos Gobiernos, firman el presente Protocolo.

HECHO EN Londres el día quince de marzo del año dos mil.

ANEXO
REEMBOLSO DE LOS GASTOS DE ASISTENCIA

1) a) A menos que se haya establecido un acuerdo de carácter
bilateral o multilateral sobre las disposiciones financieras por las
que se regirán las medidas adoptadas por las Partes para hacer frente
a sucesos de contaminación antes de producirse el suceso las Partes
sufragarán los gastos de su respectivas medidas de lucha contra la
contaminación de conformidad con lo dispuesto en los incisos i) o ii).

i) Si las medidas han sido adoptadas por una Parte a petición
expresa de otra Parte, la Parte peticionaria reembolsará los gastos de
las mismas a la Parte que prestó asistencia. La Parte peticionaria
podrá anular su petición en cualquier momento pero si lo hace
sufragará los gastos que ya haya realizado o se haya comprometido a
realizar la Parte que prestó asistencia;

ii) Si las medidas han sido adoptadas por iniciativa propia de una
Parte, esta sufragará los gastos de tales medidas.

b) Los principios indicados en el apartado a) serán aplicables, a
menos que las Partes interesadas acuerden otra cosa en casos concre-
tos.

2) Salvo que exista otro tipo de acuerdo, los gastos de las medidas
adoptadas por una Parte a petición de otra Parte se calcularán
equitativamente con arreglo a la legislación y la práctica vigente de
la Parte que preste asistencia en lo que se refiere al reembolso de
tales gastos.

3) La Parte que solicitó la asistencia y la Parte que la prestó
cooperarán, llegado el caso, para llevar a término cualquier acción
que responda a una reclamación de indemnización. Con ese fin,
tendrán debidamente en cuenta los regímenes jurídicos existentes.
Cuando la acción así concluida no permita la plena indemnización de
los gastos ocasionados por la operación de asistencia, la Parte que
solicitó la asistencia podrá pedir a la Parte que la prestó que renuncie
al pago de los gastos que no haya cubierto la indemnización o que
reduzca los gastos calculados de conformidad con el párrafo 2).
También podrá pedir el aplazamiento del cobro de dichos gastos. Al
considerar tales peticiones, las Partes que prestaron asistencia ten-
drán debidamente en cuenta las necesidades de los países en desarro-
llo.

4) Las disposiciones del presente Protocolo no se interpretarán
en modo alguno en detrimento de los de derechos de las Partes a
reclamar a terceros los gastos ocasionados por las medidas adopta-
das para hacer frente a la contaminación, o a la amenaza de contami-
nación, en virtud de otras disposiciones, y reglas aplicables del
derecho nacional o internacional.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios

internacionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia,
DECRETA:

Artículo 1°. El Gobierno Nacional a través de la Chancillería
presentará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones
Exteriores de Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días
calendario posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de
julio, un informe pormenorizado acerca de cómo se están cumplien-
do y desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos
por Colombia con otros Estados.

Artículo 2°. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir
la reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones
Segundas.
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Artículo 3°. El texto completo de la presente ley se incorporará
como anexo a todos y cada uno de los Convenios internacionales que
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002.
APROBADO. Sométanse a la consideración del honorable Con-

greso Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébanse el “Convenio Internacional sobre Coope-

ración, Preparación y Lucha contra la Contaminación por Hidrocar-
buros, 1990”, hecho en Londres el día treinta (30) de noviembre de
mil novecientos noventa (1990) y el “Protocolo sobre Cooperación,
Preparación y Lucha contra los Sucesos de Contaminación por
Sustancias Nocivas y Potencialmente Peligrosas, 2000” hecho en
Londres el día quince (15) de marzo del año dos mil (2000).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo lo de
la Ley 7ª de 1944, el “Convenio Internacional sobre Cooperación,
Preparación y Lucha contra la Contaminación por Hidrocarburos,
1990”, hecho en Londres el día treinta (30) de noviembre de mil
novecientos noventa (1990) y el “Protocolo sobre Cooperación,
Preparación y Lucha contra los Sucesos de Contaminación por
Sustancias Nocivas y Potencialmente Peligrosas, 2000”, hecho en
Londres el día quince (15) de marzo del año dos mil (2000), que por
el artículo 1° de esta ley se aprueban, obligarán al país a partir de las
fechas en que se perfeccionen los vínculos internacionales respecto
de los mismos.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por los suscri-

tos Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Defensa Nacional,
Gustavo Bell Lemus.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los

artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política

de Colombia, presentamos a consideración del honorable Congreso
de la República el Proyecto de Ley por medio de la cual se aprueban
el “Convenio Internacional sobre Cooperación, Preparación y Lucha
contra la Contaminación por Hidrocarburos, 1990”, hecho en Lon-
dres el día treinta (30) de noviembre de mil novecientos noventa
(1990) y el “Protocolo sobre Cooperación, Preparación y Lucha
contra los Sucesos de Contaminación por Sustancias Nocivas y
Potencialmente Peligrosas, 2000”, hecho en Londres el día quince
(15) de marzo del año dos mil (2000).

En las últimas décadas, la contaminación de los océanos del
mundo ha llegado a ser una cuestión de creciente preocupación
internacional, La mayor parte de dicha contaminación proviene de
fuentes con base en tierra como son los subproductos de la industria,
los residuos de plaguicidas y herbicidas agrícolas y los efluentes
procedentes de las zonas urbanas.

No obstante, una considerable proporción de la contaminación
viene del tráfico de buques y de las actividades marítimas en general.
En términos de tonelaje, los hidrocarburos constituyen el mayor
contaminante originado por el transporte marítimo.

La causa más notoria de contaminación provocada por hidrocarbu-
ros es la nacida de los accidentes sufridos por buques tanque. Las
consecuencias de un accidente pueden ser desastrosas para la zona
adyacente, particularmente si el buque siniestrado es de gran tamaño
y si el accidente se produce cerca de la costa. Ejemplos de lo anterior
son los naufragios del Torrey Canyon (1967), el Amoco Cádiz
(1978), el Exxon Valdez (1989) y, el Erika (1999).

Los sucesos de contaminación más frecuentes ocurren durante las
operaciones realizadas en los terminales, cuando se procede a la
carga o a la descarga de hidrocarburos, estas operaciones causan tal
vez hasta el 92% de los derrames de hidrocarburos, según cifras
publicadas por la Federación Internacional de Armadores de Buques
Tanque para la Anticontaminación.

Una cantidad mucho mayor de hidrocarburos cae en el mar como
resultado de las operaciones normales de los buques tanque, general-
mente vinculadas a la limpieza de los residuos de la carga (adherencias).
Estas operaciones se realizan cuando el buque regresa del puerto de
descarga y va a embarcar un nuevo cargamento de hidrocarburos.

Entre las demás causas de la contaminación por hidrocarburos
figuran la limpieza de los tanques en lo que se refiere a la varada de
petroleros en dique seco, el bombeo de aguas contaminadas de las
sentinas y las pérdidas de combustible líquido (tanto de los buques de
carga seca como de los buques tanque), así como los accidentes
sufridos por buques que no son buques tanque.

La contaminación del medio marino por hidrocarburos en
Colombia

La principal causa de contaminación por hidrocarburos que viene
afectando a Colombia desde hace más de dos décadas ha sido la
permanente actividad terrorista contra los oleoductos e instalacio-
nes petroleras nacionales, ocasionando el derramamiento de cerca
de dos millones de barriles de petróleo sobre ciénagas, pantanos,
ríos, quebradas y suelos en su mayoría de vocación agrícola, pecuaria
y pesquera, originando graves impactos negativos de carácter econó-
mico, social y ambiental, que se reflejan en la contaminación de
nuestro medio marino, tanto en el Pacífico como en el Caribe.

El sector petrolero ha evaluado dentro de sus estudios ambientales
y planes locales de contingencia las siguientes áreas críticas marinas,
de acuerdo con los volúmenes de hidrocarburos movilizados por
dichas áreas, la vulnerabilidad de las instalaciones industriales y
terminales petroleros y la situación de orden público que vive el país:

• Area crítica de Coveñas.

Calificada como el área de más alta vulnerabilidad Nacional, por
las consecuencias desastrosas que traería un derrame mayor de
hidrocarburos o derivados para el medio ambiente, el turismo, los
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recursos naturales especialmente la pesca y los manglares. Por lo
tanto es el área que mayor vigilancia requiere en las tres dimensiones,
aérea, terrestre y marina, (incluyendo la vigilancia y el patrullaje
submarinos) y la que mayores medidas preventivas de la contamina-
ción exige.

• Area crítica de Cartagena (Mamonal).
Calificada como de alta vulnerabilidad Nacional teniendo en

cuenta la infraestructura industrial instalada en Mamonal; la elevada
sensibilidad de las playas a la presencia masiva del petróleo, la
inequívoca vocación turística de la Ciudad y la dependencia de la
población de tan importante sector productivo, la presencia de varias
comunidades de pescadores artesanales que explotan el recurso en el
área y finalmente los daños que un incidente de contaminación
ocasiona al medio ambiente y al manglar existente en la zona. En este
caso los volúmenes de hidrocarburos o derivados derramados pueden
ser menores que en Coveñas, pero el impacto económico, social e
industrial puede ser mayor por la magnitud de la población afectada.

• Area crítica de Tumaco.
Considerada como altamente vulnerable por el volumen de hidro-

carburos que se manejan y por el valor de los recursos naturales y
pesqueros existentes en la zona de los cuales dependen económica-
mente un alto número de la población.

• Area crítica de San Andrés.
Si bien no se manejan hidrocarburos persistentes, debido a la alta

fragilidad de los ecosistemas, alto tráfico marítimo internacional y,
a la vocación turística de la isla debe considerarse como muy
vulnerable, y en consecuencia la empresa operadora debe mantener
medidas preventivas y una organización de respuesta acordes con la
magnitud de la amenaza, la probabilidad de ocurrencia de un derrame
y las condiciones ambientales de la región.

• Area Crítica de Buenaventura.
Su vulnerabilidad se ha analizado desde dos puntos de vista: por el

movimiento de combustibles, (blancos volátiles) y su impacto sobre
el medio ambiente de la bahía y sus recursos, en particular los
manglares y los peces y, por el intenso tráfico marítimo del puerto
(más de 450 buques al año), que aumenta las probabilidades de
ocurrencia de un incidente de contaminación por colisión o
encallamiento de un buque originando la ruptura de los tanques de
servicio y, consecuentemente, el escape del combustible (general-
mente ACPM.).

• Area Crítica de Pozos Colorados
A pesar de que se manejan hidrocarburos volátiles (blancos) debe

tenerse en cuenta la posibilidad de un accidente del buque durante la
maniobra de zarpe o aproximación a la zona de cargue, que ocasione
derrames adicionales de combustible de servicio, considerando que
el área es desprotegida de la acción de las olas y los vientos, factores
éstos que coinciden en aumentar los efectos nocivos por su tendencia
general a llevar la mancha eventual hacia la costa. El sentido de las
corrientes de acuerdo con la época del año conduciría a que el
derrame afectará los ecosistemas de la Ciénaga Grande de Santa
Marta y los enclaves turísticos del Norte (Gaira, Santa Marta, etc.).
En conclusión el área se considera como muy vulnerable por sus
consecuencias sobre las industrias turísticas, los recursos naturales
costeros y las aguas interiores como la Ciénaga Grande.

CONVENIOS INTERNACIONALES
Cualquiera que sea la fuente causante, la contaminación del mar es

un problema internacional. El riesgo de que un buque sufra un
accidente grave es mayor en algunas zonas que en otras, pero la
contaminación se puede producir prácticamente en cualquier lugar y
con frecuencia puede afectar a costas que se encuentran a muchas
millas del lugar en que se produjo el suceso que le dio origen.

La Organización Marítima Internacional, OMI, ha reconocido
desde hace muchos años, que sólo se puede hacer frente satisfacto-

riamente a la contaminación del mar ocasionada por hidrocarburos,
fenómeno que afecta a tantos países, acudiendo a un instrumento
marítimo internacional con el cual se pueda crear un marco mundial
para la cooperación internacional y la asistencia mutua en la lucha
contra los sucesos o amenazas de contaminación del mar y donde se
puedan adoptar medidas para hacerle frente a sucesos de contamina-
ción, tanto en el ámbito nacional como en cooperación con otros
países.

Dicho instrumento internacional es el Convenio Internacional
sobre Cooperación, Preparación y Lucha contra la Contaminación
por Hidrocarburos, adoptado en 1990, conocido como Convenio
OPRC/90, junto con su Protocolo Complementario del 2000, el
Protocolo sobre Cooperación, Preparación y Lucha contra los Suce-
sos de Contaminación por Sustancias Nocivas y Potencialmente
Peligrosas.

El Convenio Internacional sobre Cooperación, Preparación
y Lucha contra la Contaminación por Hidrocarburos, 1990
(OPRC/90)

Cuando ocurre un gran derrame de hidrocarburos, que excede la
capacidad y recursos disponibles de un país, es posible recurrir a la
ayuda de otros países. Sin embargo, tal como en el caso de una
emergencia interna, se requiere de un plan y una organización
preestablecida que permita actuar con rapidez y en la forma más
acertada posible.

En el caso de solicitar la cooperación internacional se requiere de:
acuerdos previos, intercambio de información y del establecimiento
de procedimientos para solicitar y entregar ayuda. De otra forma, la
improvisación y falta de claridad para operar entre los países puede
significar considerables demoras, malentendidos, incompatibilida-
des, etc., que hacen totalmente inoperante esta opción e incluso se
producen problemas entre las autoridades de los países.

Teniendo en cuenta esta situación la Asamblea de la Organización
Marítima Internacional, OMI, por intermedio de la resolución
A.674(16) del 19 de octubre de 1989, decidió convocar una confe-
rencia internacional sobre la preparación y la lucha contra la conta-
minación por hidrocarburos.

El Comité de Protección del Medio Marino, CPMM, de la OMI
por intermedio del Grupo de Trabajo que constituyó en su 29 periodo
de sesiones, examinó el proyecto de Convenio Internacional y de las
resoluciones pertinentes, dando su aprobación en mayo de 1990.

Luego la OMI convocó una Conferencia Diplomática celebrada en
Londres del 19 al 30 de noviembre de 1990. La Conferencia adoptó
el Convenio Internacional sobre Cooperación, Preparación y Lucha
contra la Contaminación por Hidrocarburos, 1990 (conocido como
OPRC/90 por su sigla en inglés y en los documentos de la OMI como
el Convenio de Cooperación).

Lo que se pretende con el Convenio OPRC/90 en primera instan-
cia es lograr una mayor preparación por parte de los Estados, median-
te la elaboración de medidas concretas de precaución y prevención
para evitar posibles sucesos de contaminación por hidrocarburos.

En segundo lugar, el Convenio busca lograr la mayor aplicabilidad
de los instrumentos internacionales referentes a este gran tema,
como por ejemplo, los de seguridad marítima y prevención de la
contaminación del mar (Convenio Internacional para la Seguridad de
la Vida Humana en el Mar de 1974 –Convenio SOLAS y el Convenio
Internacional para Prevenir la Contaminación por Buques de 1973–
Convenio MARPOL 73).

Y tercero, se busca, con este esquema de cooperación internacio-
nal, crear mecanismos de acción frente a la contaminación por
hidrocarburos y otras sustancias, mediante la ayuda y cooperación
casi que inmediata de los diferentes países.

Esta cooperación contempla la ayuda de todos los Estados parte
del convenio que según sus posibilidades y sus recursos facilitarán
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apoyo técnico, asesoramiento y equipos necesarios para luchar
frente a un suceso de contaminación.

Aunque el Convenio OPIRC/90 se fundamente en algunas dispo-
siciones legales de otros convenios internacionales y admita la
creación de otros acuerdos binacionales o regionales para cooperar
en la lucha contra la contaminación por hidrocarburos, no quiere
decir que se alterarán ni se excluirán los compromisos adquiridos en
los anteriores.

El Convenio OPIRC/90 entró en vigor el 13 de mayo de 1995 y al
31 de diciembre de 2001 son 63 Estados Parte del Convenio (53.7%
del tonelaje mundial) (Alemania, Antigua y Barbuda, Arabia Saudita,
Argentina, Australia, Bahamas, Brasil, Bulgaria, Canadá, Croacia,
Chile, China, Comoros, Dinamarca, Djibouti, Dominica, Egipto, El
Salvador, España, Estados Unidos, Finlandia, Francia, Georgia, Gre-
cia, Guyana, India, Irán, Irlanda, Islas Marshall, Islandia, Israel, Italia,
Jamaica, Japón, Kenya, Liberia, Latvia, Malasia, Mauritania, Mauricius,
México, Mónaco, Nigeria, Noruega, Nueva Zelanda, Países Bajos,
Pakistán, Reino Unido, República de Corea, Rumania, Senegal,
Seychelles, Singapur, Slovenia, Suecia, Suiza, Tailandia, Tonga, Trini-
dad y Tobago, Tunisia, Uruguay, Vanuatu, Venezuela).

Este convenio de cooperación se aplica a los sucesos de contami-
nación por hidrocarburos que se originen desde buques, unidades mar
adentro y puertos marítimos e instalaciones de manipulación de
hidrocarburos.

Es importante resaltar que el Convenio define un suceso de
contaminación por hidrocarburos como aquel acaecimiento o serie
de acaecimientos del mismo origen que dé o pueda dar lugar a una
descarga de hidrocarburos y que represente o pueda representar una
amenaza para el medio marino, para el litoral o para los intereses
conexos de uno o más estados y que exija medidas de emergencia u
otra respuesta inmediata.

Los Estados Parte del Convenio de Cooperación acuerdan que
cooperarán y facilitarán servicios de asesoramiento, apoyo técnico
y equipo para hacer frente a un suceso de contaminación por hidro-
carburos, previéndose que la financiación de los gastos derivados de
tal ayuda se efectuará con arreglo a lo dispuesto en el Anexo del
Convenio de Cooperación. Igualmente, se comprometen a adoptar las
medidas de carácter jurídico o administrativo necesarias para facilitar
la llegada a su territorio, utilización y salida de los buques, aeronaves
y demás medios de transporte que participen en la lucha contra un
suceso de contaminación por hidrocarburos; para facilitar la entrada,
salida y paso con rapidez por su territorio del personal, mercancías,
materiales y equipo y, para facilitar el apoyo necesario destinado a
formar personal, garantizar la disponibilidad de tecnologías y para
iniciar programas conjuntos de investigación y desarrollo, entre otros.

El Convenio establece que todo Estado ribereño deberá poner en
práctica varias prescripciones del mismo, estando los aspectos
principales estipulados en el artículo 6° (Sistemas nacionales y
regionales de preparación y lucha contra la contaminación).

De un modo específico, cada Parte:
• Establecerá un sistema nacional para hacer frente con prontitud

y eficacia a los sucesos de contaminación por hidrocarburos que
incluya como mínimo:

• La elaboración de un plan nacional de contingencia, y
• La designación de autoridades y puntos nacionales de contacto

encargados de recibir y transmitir las notificaciones de contamina-
ción por hidrocarburos.

• Cada Parte, además, con arreglo a sus posibilidades, individual-
mente, o mediante la cooperación bilateral o multilateral, y si
procede, en cooperación con los sectores petroleros y navieros,
establecerá un mínimo de equipo preemplazado de lucha contra los
derrames de hidrocarburos, en función de los riesgos previstos, y
programas para su utilización.

• A reserva de los recursos pertinentes de que dispongan, coope-
rará y facilitará servicios de asesoramiento, apoyo técnico y equipo
para hacer frente a los sucesos de contaminación por hidrocarburos.

El convenio de Cooperación obliga a los gobiernos a establecer un
programa de ejercicios para las organizaciones encargadas de la
lucha contra la contaminación por hidrocarburos y la formación del
personal pertinente. También pide a la OMI que prepare un programa
de formación amplio en cooperación con los gobiernos interesados
y el sector. El principal objetivo del programa que estableció la OMI
es impartir cursos modelo sobre preparación y lucha contra la
contaminación por hidrocarburos, que comprenden cursos para el
personal encargado de las operaciones, supervisores/jefes en el lugar
del siniestro, personal de las categorías superiores y un curso para la
formación de instructores.

El Protocolo Sobre Cooperación, Preparación y Lucha con-
tra los Sucesos de Contaminación por Sustancias Nocivas y
Potencialmente Peligrosas, 2000

Por decisión adoptada por el Comité de Protección del Medio
Marino de la OMI en su 42 período de sesiones y por el Consejo de
la OMI en su 82 período de sesiones, se convocó una Conferencia
diplomática del 9 al 15 de marzo del año 2000, para examinar el
Protocolo sobre Cooperación, Preparación, y Lucha contra los
Sucesos de Contaminación por Sustancias Nocivas y Potencialmente
Peligrosas, de conformidad con la Resolución 10 de la Conferencia
sobre Cooperación Internacional para la Preparación y la Lucha
contra la Contaminación por Hidrocarburos de 1990, en la que se
invita a la OMI a que amplíe el ámbito del Convenio de Cooperación
a las sustancias nocivas y potencialmente peligrosas, dando como
resultado la aprobación del Protocolo sobre Cooperación, Prepara-
ción y Lucha contra los Sucesos de Contaminación por Sustancias
Nocivas y Potencialmente Peligrosas, 2000 (Protocolo de Coopera-
ción - SNPP).

El Protocolo de Cooperación - SNPP estuvo abierto a la firma en
la sede de la OMI, desde el 15 de marzo de 2000 hasta el 14 de marzo
de 2001 y, actualmente, se encuentra abierto para la adhesión. Los
Estados Parte en el Convenio de Cooperación podrán constituirse en
Partes en el presente Protocolo de conformidad con lo dispuesto en
su artículo 13. Sesenta y ocho Estados firmaron el Acta final de la
Conferencia, entre ellos Colombia.

Preparación de Colombia para asumir los compromisos
internacionales que implica ser Estado Miembro del Convenio
y su Protocolo

Colombia por medio del Decreto 321 del 17 de febrero de 1999
del Ministerio del Interior adoptó el Plan Nacional de Contingencia
contra Derrames de Hidrocarburos, Derivados y Sustancias Nocivas
en Aguas Marinas, Fluviales y Lacustres, PNC, el cual tiene como
objetivo general servir de instrumento rector del diseño y realización
de actividades dirigidas a prevenir, mitigar y corregir los daños que
dichos derrames puedan ocasionar. Además, dotar al Sistema Nacio-
nal para la prevención y atención de Desastres de una herramienta
estratégica, operativa e informática que permita coordinar la preven-
ción, el control y el combate por parte de los sectores público y
privado nacional, de los efectos nocivos del derrame de hidrocarbu-
ros.

Para los mecanismos de préstamo, consecución y movilización de
equipos y expertos para la atención de contingencias, el Plan Nacio-
nal de Contingencia cuenta con el Sistema Nacional de Equipos y
Expertos, SINEEX, el cual constituye una herramienta informática
dentro del Plan, que integra toda la información de equipo y personal
disponible para la atención de derrames en el país para Ecopetrol. El
Sistema Nacional de Equipos y Expertos, SINEEX, se complemen-
tará con información de la industria petrolera privada y del sector de
sustancias nocivas.
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Cabe señalar que con la puesta en marcha del Plan Nacional de
Contingencia, cumple el país sus compromisos regionales tales
como los adquiridos con la Comisión Permanente del Pacífico
Sudeste CPPS, con el Convenio del Gran Caribe, con la Red Operativa
de Autoridades Marítimas de Sudamérica ROCRAM, etc., con los
cuales está en condiciones de integrarse para ejecutar planes regio-
nales de contingencia que den una mayor cobertura de protección o
de respuesta contra la contaminación por hidrocarburos y sustancias
nocivas en el medio marino.

Teniendo en cuenta lo anterior y, que los instrumentos internacio-
nales, que se están presentando para la aprobación del honorable
Congreso Nacional, son consecuentes con el mandato constitucional
del Capitulo 3 “De los Derechos Colectivos y del Medio Ambiente”,
en especial los artículos 79 y 80, los cuales en resumen establecen
que es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del
ambiente y deberá prevenir y controlar los factores de deterioro
ambiental, exigir la reparación de daños causados y cooperar con
otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las
zonas fronterizas, el Gobierno Nacional, a través de sus Ministros de
Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, somete a considera-
ción del honorable Congreso de la República el “Convenio Interna-
cional sobre Cooperación, Preparación y Lucha contra la Contami-
nación por Hidrocarburos, 1990”, hecho en Londres el día treinta
(30) de noviembre de mil novecientos noventa (1990) y el “Protoco-
lo sobre Cooperación, Preparación y Lucha contra los Sucesos de
Contaminación por Sustancias Nocivas y Potencialmente Peligro-
sas, 2000”, hecho en Londres el día quince (15) de marzo del año dos
mil (2000).

De los Honorables Congresistas,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Defensa Nacional,
Gustavo Bell Lemus.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA

Tramitación de Leyes
Bogota, D. C., agosto 2 de 2002
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de Ley número

33 de 2002 Senado, por medio de la cual se aprueban el “Convenio
Internacional Sobre Cooperación, Preparación y Lucha contra la
Contaminación por Hidrocarburos, 1990”, hecho en Londres, el día
treinta (30) de noviembre de mil novecientos noventa (1990), y el
“Protocolo sobre Cooperación, Preparación y Lucha contra los

Sucesos de Contaminación por Sustancias Nocivas y Potencialmente
Peligrosas, 2000”, hecho en Londres el día quince (15) de marzo del
año dos mil (2000), me permito pasar a su Despacho el expediente de
la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante la
Secretaría General.

La materia de que trata el mencionado proyecto de ley es compe-
tencia de la Comisión Segunda Constitucional Permanente, de con-
formidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General (E.) honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE
SENADO DE LA REPUBLICA

 Bogota, D. C., agosto 2 de 2002
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con
el fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase
El Presidente,

Luis Alfredo Ramos Botero.

El Secretario General (E),
Luis Francisco Boada G.
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